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            AUTOS: “MENA, Norma Cristina y otros

                              c/ CW Comunicaciones S.A. y otros

                              s/ despido”.

               VISTO: El planteo de fs. 24/41vta, por medio del cual los actores afirman haber trabajado para la empresa periodística CW Comunicaciones S.A., en Florida 234 de esta Capital. Norma Mena ingresó el 24 de abril del 87, cumpliendo tareas de secretaria de redacción. Trabajaba de lunes a viernes de 9 a 18,30 hs, por lo que percibía $2032. Viviana Esterkin ingresó el primero de abril del 96, con la categoría de de gerente de proyectos especiales de notas de investigación. Cumplía sus funciones de lunes a viernes de 9 a 18,30 hs, por lo que cobraba $3454. Ricardo Pieroni, ingresó como diagramador en agosto del 93, trabajando de lunes a viernes de 9 a 18,30 hs, por lo que percibía $1187. Finalmente, Rosa Contreras, ingresó en abril del 96, y trabajó como redactora de lunes a viernes de 9 a 18,30 hs, percibiendo $1006,39. No obstante su correcto desempeño, la demandada cometió una serie de irregularidades. La primera fue no encuadrar la relación en el Estatuto del Periodista Profesional (ley 12.908), de conformidad con las tareas efectivamente desarrolladas, y del objeto social de la empresa: publicación, distribución y venta de periódicos, revistas, trabajos, estudios y reportajes relacionados con computadores, automatización de oficinas, procesamientos, telecomunicaciones, informática, programación, microprocesamientos, técnicas digitales y preparación de servicios instructivos (seminarios, exhibiciones, investigaciones y análisis de todo lo relacionado con las computadoras). Por tal razón, su staff permanente estaba integrado permanentemente por periodistas, redactores y correctores de redacción. Entre otras, redactaba, editaba y distribuía Network World, Computer World Argentina, Guía de Informática y Telecomunicaciones, Computerworld Premier Users, etc. De hecho que en la Guía Informática del 99, la demandada publicitaba su actividad, bajo la publicación de Computerworld Argentina. Refería entonces que estaba dedicada a publicaciones especiales sobre tecnología informática y de comunicaciones, considerándose a sí misma como la editora más grande del mundo sobre información relacionada con la computación. Computerworld Argentina en sí misma era un periódico sobre informática y comunicaciones, editado semanalmente con notas e informaciones locales e internacionales, provistas por IDG (International Data Group). Esta última es el grupo económico al que pertenece CW, editando el mismo más de 290 publicaciones sobre computación, en más de 80 países. Con independencia de que estas publicaciones eran editadas bajo el nombre de IDG Argentina, el personal denunciado en las mismas eras los empleados y/o directivos de CW. Entre ellos, el director Rubén Argento , la gerente de proyectos especiales Esterkin, Jorge Garrido y Ricardo Pieroni en diseño gráfico, María Cimino en publicidad y en coordinación Norma Mena y Myriam Contreras. Todas estas categorías profesionales se encuentran comprendidas dentro del estatuto del periodista. Por lo demás, refieren la existencia de jurisprudencia para la cual las normas del estatuto rigen también en una empresa no periodística, si la explotación o la tarea sí lo son. Ello en razón de que el estatuto está referido a la explotación, no a la empresa.  Estas categorías también se encuentran comprendidas en el CC301/75. El incorrecto encuadre efectuado por la patronal los perjudicó en relación con la extensión de las vacaciones, la jornadas de trabajo y, en consecuencia, las horas extras. A esto se le sumó el pago en negro y el registro de una fecha de ingreso diferente, todo lo que debieron soportar para mantener el trabajo. No obstante esta actitud, en julio del 2001 comenzaron a ser suspendidos rotativamente, una semana por mes, perdiendo de tal suerte el 25% de su salario. Pero esto no sucedía con todo el personal, sino con el parcialmente registrado. Al clandestino total se lo forzaba a continuar trabajando en sus tareas, y en las del personal suspendido. En diciembre se los conminó a celebrar acuerdos de reducción salarial ante el MTYSS, consignándose datos incorrectos en torno a sus registraciones, incluyendo falsas categorías, bajo  amenaza de que la empresa cerraría, quedando todos cesantes. Sostienen los actores que, a la luz de lo normado por el artículo 12 de la LCT, estos acuerdos carecen de toda validez. Por lo demás, todo reclamo para la regularización del vínculo fue desoído, de modo que el 29 de enero del 2002 se decidieron a intimar. Así lo hizo Mena, invocando el régimen del estatuto del periodista, intimando a la regularización del vínculo dentro de los 30 días, de conformidad con lo normado por la ley 24013, así como a la entrega de recibos de pago y la constancia de ingreso de aportes, instando a que se diera respuesta al reclamo dentro de las 72 hs, informando cuál habría de ser la conducta adoptada, todo bajo apercibimiento de despido. También intimó al pago de las diferencias salariales adeudadas por incorrecto encuadre en el CCT130/75, en vez de la ley 13908, de las segunda cuota del aguinaldo del 2001, las horas extras, saldo de haberes de diciembre del 2001, y a la acreditación del depósito y exhibición de comprobantes de aportes provisionales, bajo idéntico apercibimiento. Invocó en el colacionado la responsabilidad solidaria del presidente, vicepresidente y directivos de la empresa, con fundamento en la LCT y en la ley de sociedades comerciales. En términos análogos intimó Esterkin, agregando el reclamo por comisiones variables. Con relación a Pieroni y a Contreras, hicieron lo propio, también en iguales términos. Asimismo remitieron todos los actores cartas de igual tenor a los restantes co-demandados, imputándoles responsabilidad en sus caracteres de presidente, vicepresidente, directores y síndicos de la empleadora. De todo se impuso a la AFIP. El único despacho que recibieron de la misma fue el de la notificación del despido, operativo desde el 31 de enero del 2002, con fundamento en la disminución de trabajo inimputable, indicando que los certificados, los haberes y la liquidación se encontraban a disposición. Consideran los demandantes que, no solo no se dio una genuina hipótesis de disminución de trabajo, sino que lejos de tener una conducta diligente ante la situación, todo lo que procuró la demandada fue hacer que la misma pesara sobre los trabajadores. Así, a conciencia de que la socia mayoritaria había dispuesto un cierre, y a instancias de la misma, comenzó a vaciar la empresa, revirtiendo a la controlante CW Communications Inc , el derecho de la explotación de las marcas, que eran los únicos activos ejecutables en el país. Luego procedió a cerrar las oficinas, dejando a los trabajadores sin empleo y haciendo desaparecer su patrimonio. Esto significó que no fuera abonada ninguna indemnización, ni abonados los haberes de enero del 2002, ni la segunda cuota del aguinaldo del 2001. Remitieron entonces un despacho el 31 de enero del 2002, rechazando la medida y ratificando su anterior comunicación. Denunciaron entonces que el despido era una reacción ante la intimación a regularizar el vínculo. Intimaron para que dentro de las 48 hs. fuesen abonadas las indemnizaciones debidas y exhibidas las constancias de depósito de aportes, bajo apercibimiento de accionar de conformidad con la normativa vigente. Invocaron nuevamente la responsabilidad directa de presidente, vice y directivos de la empresa. Solicitan el decreto de responsabilidad solidaria de CW Communications Inc., toda vez que la demandada está conformada por solo dos socios: la referida y Jorge Francisco Julio Cambré. De modo que la firma norteamericana resulta ser la socia mayoritaria del capital social, con el 99,99% del capital accionario,  lo que para el derecho vernáculo sería una sociedad de cómodo, o de un solo socio encubierta. Esto a los fines de poder encuadrarse en la normativa argentina, en donde no existen las sociedades de un solo socio. Invoca doctrina en tal sentido y sostiene, por lo tanto que esta simulación permite encuadrar la hipótesis en lo normado por el artículo 54 in fine de la LSC. Como vimos, fueron revertidas las marcas de las revistas publicadas en Argentina, poco antes del cierre de CW Comunicaciones SA, a CW Communications Inc. A su vez, esta última, tenía registrados en los EEUU dominios de sitios web que fueron registrados en Argentina a nombre de CW Comunicaciones SA y, de nuevo, poco antes del cierre, ante la orden de la controlante, los dominios fueron revertidos con la intermediación de la firma Sion. Señalan que el dominio de la controlante era total, tanto que periódicamente se remitían por mail informes financieros y semanalmente se enviaba un reporte informando las ediciones que se habían cerrado para la publicación, cuáles eran las próximas ediciones del mes y las fechas estimativas de salida. Al margen de las notas vernáculas, también la controlante remitía notas directamente desde el extranjero. La misma también contrataba publicidad de multinacionales, como IBM, remitiendo las pautas publicitarias, que se facturaban en Argentina, quedándose la controlante con una comisión del 20%, aunque facturaba a nombre de International Publition Service, que era una rama de la compañía. A diario se recibían mails desde la controlante, requiriendo información sobre el funcionamiento financiero y comercial de la controlada, impartiendo además directivas de trabajo. Fundamenta los motivos por los cuales, mal podría escudarse la empresa extranjera en la pretendida calidad de mera socia, para burlar el orden público laboral. Cita jurisprudencia favorable a su postura, entre la que se encuentra el conocido precedente de nuestra Corte Suprema. “Parque Davis”. Reclama el decreto de solidaridad también en relación con los directivos de las firmas: Patrick Mc Govern, como presidente, Mario Orts como Vicepresidente, Ricardo Bazan y Rubén Argento, como directivos. Funda en derecho, tanto en normativa comercial cuanto civil, así como en la LCT, invocando la particular responsabilidad que se genera en las personas físicas, cuando exceden el carácter de meros socios, para ser directamente funcionarios y directivos, con una obligación de control y garantía sobre sus cabezas. Nuevamente, citan jurisprudencia y doctrina favorables a sus posturas. Por último, reclaman el decreto de responsabilidad sobre los síndicos, Raimundo Cambré y María T. Caamaño. Practican liquidación y solicitan el acogimiento de la demanda.  Tacha la constitucionalidad del artículo 4 de la ley 25561. Denuncian a fs.2410/2416vta. un hecho nuevo, consistente en la constitución en el país de la matriz del grupo económico, a través de IDC Argentina S.A., después de haber despedido abruptamente a todo el personal de CWSA. El mismo se abrió a prueba a fs.2471 (ver fs.2727vta.).A fs. 175/189 vta. responden Raimundo Cambré y Ricardo Bazán, oponiendo falta de legitimación pasiva. Respectivamente, ex síndico titular y ex directores titulares. Afirman ser titulares de un estudio jurídico, Bazan-Cambre & Orts, que opera en plaza desde hace más de 35 años, gozando todos ellos de un excelente prestigio. Entres sus clientes se encuentran muchas empresas extranjeras, las que en algunos casos deben recurrir a sus asesores legales para cubrir cargos en los directorios de sus filiales, ello en razón de los requisitos de residencia que impone la legislación. Se trata del caso de “directores de asiento”, es decir personas que ocupan el cargo pero que no realizan un ejercicio ejecutivo de la función. Por lo demás en la mayoría de los casos de empresas extranjeras con filiales en el país, la contabilidad y auditoria es llevada por auditoras internacionales como Arthur Andersen, Price Waterhouse/Coopers, Ernst & Young, Deloitte & Touche. Sostienen no pretender de este modo que la función de los directores o el síndico, hayan sido delegadas, sino que existen otras personas honestas y capaces que llevaban a cabo la gestión diaria.  En el caso de la sociedad demandada, ellos y el Dr. Ort atendieron todos los asuntos legales de la misma por más de veinte años. Sostienen que lo ocurrido en el caso fue una maniobra de la controlante, a espaldas del directorio y la sindicatura, quienes una vez impuestos de la situación, intentaron evitarla.  Prueba de ello es que, cuando se decidió despedir a todo el personal de CW Comunicaciones S.A., la controlante envió desde EEUU a uno de sus funcionarios Kevin Krull, el que consultó a otro estudio (Brochou, Fernandez Madero, Lombardi & Mittrani), tanto para los despidos, cuanto para el cierre. Cuando supieron de la maniobra que se quería llevar a cabo, y que tuvo inicio de ejecución a comienzos del 2002, pusieron en conocimiento de Patrick McGovern, presidente de la controlante y de Data Group Inc, acerca de las graves consecuencias que la maniobra podría acarrear, intentando disuadirlo. De lo dicho ofrecen como prueba los faxes remitidos. En virtud de la negativa de la controlante de hacerse cargo de las indemnizaciones que debía abonar, y conscientes de la responsabilidad en la que podrían encontrarse implicados, pidieron la intervención de la Embajada de los EEUU, la que remitió una carta explicando nuevamente los peligros. Precisan que la sociedad co-demandada se manejaba de manera profesional, de modo que contaba con un gerente general, el señor Argento, que tenía a su cargo toda la administración, tal como surge del poder general de administración y disposición que le fuera otorgado en el 83. A su vez, la contadora Adriana Charyton era la encargada de manejar la contabilidad, la que además hacía una primera auditoría en el país, luego era auditada por Deloitte & Touche en los EEUU, la que a su vez auditaba a todo el grupo empresario de Data (IDG). De modo que, para tomar las decisiones sociales, los directores y síndicos contaban con la información brindada por los mencionados. Objetan la consideración de falta de diligencia a su parte, cuando más que suministrada, la verdadera información les fuera ocultada. No podría, en consecuencia, considerárselos encuadrados en las previsiones del artículo 59 de la LSC, cuando obraron con lealtad y la diligencia de un buen hombre de negocios, así como tampoco en las del artículo 274 del mismo cuerpo legal, cuando no existe la posibilidad de imputarles culpa grave, dolo o abuso de facultades. Invocan doctrina y jurisprudencia favorables a su postura.  Señalan que la maniobra de transferencia de todas las marcas registradas por la sociedad demandada hacia la controlante, fue llevada a cabo durante un viaje de Krull en enero del 2002, valiéndose para ello de la autoridad del entonces vicepresidente y gerente general, el señor Argento. Como esto no podía llevarse a cabo sino por aprobación de asamblea, fue que el texto en donde se disponía del único activo de la sociedad fue sometido a la consideración del Dr. Cambré, quien se opusiera. Como los libros de la sociedad siempre estuvieron bajo la custodia del síndico, todo acto de disposición debía ser notificado a Cambré. Pues bien nada de esto sucedió en el caso, donde el acto de disposición de las marcas no fue aprobado ni autorizado por el directorio y/o la sindicatura. Refieren que el Dr. Ojam, como agente de la propiedad intelectual, representó a la controlante cuando se llevó a cabo la cesión, y él o el estudio que integra, fueron los que dispusieron hacer llegar a Cambré los proyectos de actas. Ante la evidente inconducta de la controlante, Cambré intentó que fuesen reemplazados en sus funciones de directores y síndicos, pero nunca se facilitó a nadie a tal fin, negándose sistemáticamente a aceptar sus renunciar. Literalmente, la controlante abandonó a la filial, dejando a los empleados a quien los representara a su suerte. Precisan que Cambré, con el 1% de las acciones, no podía ser controlante de la misma, sin percibir además dividendos en 20 años. Practican negativa ritual y sostiene que la sociedad co-demandada siempre cumplió con sus obligaciones laborales y previsionales, prueba de lo cual es que los actores nunca formularon un reclamo. Precisamente, cuando los demandantes celebraron una cuerdo de reducción salarial en diciembre del 2001, reconocieron las fechas de ingreso, tareas, horarios y haberes, lo que evidencia su actual mala fe. Sostienen la impertinencia del encuadre en el estatuto del periodista, puesto que al no ser la periodística la actividad preponderante, no corresponde que rija el mismo. Desconocen las irregularidades denunciadas en el inicio, señalando que su ex vicepresidente, el Dr. Orts, y ellos mismos, no faltaron al deber genérico normado por el artículo 59 de la LSC. Niegan haber participado en la conducción y/ o realización de las inconductas atribuidas a la sociedad. El Dr. Cambré, como síndico titular, tampoco tuvo conocimiento de incumplimientos a la normativa laboral, habiendo satisfecho los deberes que le impone el artículo 294 de la LSC. Refieren que Orts renunció al cargo de director el primero de junio del 2001, siéndole aceptada la renuncia el 4 de julio, asumiendo con amplias facultades como vice, Argento, hasta entonces Director, Gerente General y apoderado con amplias facultades de administración. Argento, a su vez, el 28 de enero del 2002 renunció a su cargo en el directorio ante las decisiones de International Data Grupo en relación con la sociedad co-demandada, al despedir el personal y disponer la transferencia de las licencias. No obstante ello, y como Gerente General y apoderado, Argento ejecutó las medidas, de acuerdo a las instrucciones de Kevin Krull, Gerente de asuntos legales y operaciones comerciales de IDG. El mismo había viajado al país para implementar las decisiones de Mc Govern. Señalan que el asesoramiento del nuevo estudio fue contratado por Krull. Solicitaron la citación como tercero de Internacional Data Grupo Inc., controlante de todo el grupo. También, y para el caso de ser desistidos, solicitan la citación como tercerol de CW Communications Inc y de Patrick Mc Govern. Peticionan el rechazo de la demanda. A fs.  200/207vta. responde CW Comunicaciones S.A., representada por el co-demandado Raimundo Cambré. Practicada negativa ritual, sostiene la inaplicabilidad a la especie del estatuto del periodista. Cuestiona la liquidación del inicio. Sostiene ser una conocida empresa dedicada a actividades  comerciales y publicitarias, en el ramo de Editorial sin imprenta. De tal suerte, enmarcada en el CC130/75, dedicada a la publicación, distribución y venta de material técnico y publicitario relacionado con computadoras, automatización de ofician, procesamientos y/o informática, obtenido de diversas fuentes y destinado a profesionales y/o empresas especializadas y asimismo, a la preparación de servicios instructivos tales como seminarios, conferencias, exhibiciones y todo lo vinculado con el mundo de las computadoras y/o a la prestación de servicios publicitarios brindados a terceros en el mercado local. Señala, al igual que los codemandados, la inexistencia de irregularidades en la registración de los actores, así como de reclamos de su parte. En relación con los hechos invocados por los demandantes, como ocurridos desde julio del 2001, se remite a las constancias de libros y documentación laboral y contable, por no haber tenido el representante ni los restantes letrados apoderados de la empresa, intervención alguna, al haberse contratado otro estudio de abogados, siendo desplazados y relegados, primero por CW Comunicaciones S.A. y luego por CW Communications  Inc. Precisan que el presente responde obedece a haber sido notificados en el estudio Bazan, Cambré & Orts, y tiene por objetivo evitar toda futura imputación por parte de las firmas referidas supra, limitándose a negar los hechos que no sean objeto de reconocimiento expreso, por no constarles. A fs.318/328 responde Rubén Argento, el que tras efectuar una negativa ritual, afirma haberse desempeñado para CW Comunicaciones S.A. como gerente general. Sostiene que la misma es una editorial sin imprenta, con un único y principal objeto: edición de material técnico y publicitario sobre informática, de fuentes propias internacionales y locales, destinado a usuarios, profesionales y empresas. No se trata por lo tanto de una empresa periodística, sino técnica en el área de computación y de soporte de marketing para las proveedoras que actúan en el mercado local. El principal accionista de la firma es Internacional Data Group, la que de tal suerte es su verdadero dueño. Es por lo tanto una empresa controlada o sociedad de cómodo. IDG aporta el 99,99% del capital, actuando en el país con una doble auditoría, interna e internacional. De modo que todos los movimientos de caja se encuentran obligatoriamente registrados, cumpliendo con las normas impositivas.  Esto incluye el control de contratación del personal, pagos y aportes. La fuente internacional de información es CW Comunitations Inc. De modo que no estamos en presencia de una empresa periodística, y por lo tanto no fue periodístico el trabajo de los demandantes. Informa que el principal accionista de IDG INc. es Patrick McGovern, a su vez principal accionista de CW Comunicaciones S.A. Para el 82 IDG Inc ya tenía varias sucursales en diferentes países, una de ellas es CW Comunitation Inc, reconocida mundialmente en ese momento por su revista ComputerWorld. Por intermedio de esta se funda CW Comunicaciones S.A., siendo aquella la principal accionista de esta. El capital social se encontraba compuesto por una autorización para girar en descubierto contra el Banco de Boston, casa matriz de Argentina, de hasta 30.000 dólares, puesto que allí tenía sus cuentas la sociedad constituyente. Desde el 87 IDG Inc. dejó de usar el nombre de CW Comunication Inc, reemplazándolo por el suyo. Rediseñó entonces el logo y lanzó el lema “Internacional Data Group (IDG inc) liderando la era de la información”. Acompaña prueba de lo que afirma. Los actores, por lo tanto, no podían estar encuadrados en el estatuto del periodista, encontrándose regularmente registrados, sin formular reclamo alguno. Afirma que la difícil situación económica por la que atraviesa el país, de público y notorio, afectó el normal funcionamiento de la empresa, cortándose la cadena de pagos y produciéndose un inicio de iliquidez.  Por lo tanto, para diciembre del 2001, se acordó entre todos los integrantes un plan de suspensiones, el que culminó con una presentación ante el Ministerio de Trabajo, recudiéndose el horario de trabajo en un 25%, con la consiguiente merma del salario. Suscripto el acuerdo por todos los trabajadores, ni las suspensiones ni la causal, fueron objeto de impugnación, resultando de tal suerte admitidos por los trabajadores, lo que convierte en abstracta la nulidad pretendida en el inicio. Refiere que en los últimos meses del 2001, las erogaciones afrontadas, que incluían salarios, tuvieron por origen un préstamo de IDG. Para diciembre perdieron el apoyo del principal accionista, y una misión enviada directamente desde los EEUU, en la persona de Kevin Krull, dispuso el corte en la vida de la sociedad, dejándolos a todos sin trabajo. A los trabajadores no se les abonó el sueldo del último mes de trabajo, pero maliciosamente reclamaron lo que no les correspondía. Así, una empresa que nunca antes había sido intimada, comenzaba a ser  bombardeada con reclamos, muy curiosamente, luego de haber sido preavisados. A su vez, Krull cambió la dirección letrada, consultando a nuevos abogados. Brochou, Lombarda, Mitrani y Fernández Madero, y dispuso el despido masivo de los trabajadores, impartiéndole al suscripto la orden de llevar a cabo la medida. El mismo ofreció a los empleados una indemnización del 25%, sin incluir el salario de enero del 2002, y el segundo aguinaldo del mismo año, por lo que fue rechazado por los empleados. Luego de esto los actores comenzaron con sus impertinentes reclamos. Afirma que la decisión emanó directamente de IDG, puesto que Krull es subdirector de asuntos jurídicos de la misma, él simplemente obedeció. Sintetiza su carreta dentro de la empresa, a la que ingresara por un aviso, en el 82, en donde se solicitaba un gerente general. Intenta describir un desempeño en todo momento subordinado, y sometido a la doble auditoria. En cumplimiento de esas órdenes, el 2 de marzo del 93 fue designado director de la sociedad. Sostiene no haber tenido acciones de la firma, ni haber cobrado dividendos, así como tampoco haber cobrado como director, ni intervino en decisiones, puesto que las mismas proveían de la socia mayoritaria. Era un cargo que nacía de la nada. Ante los graves acontecimientos citados, el 28 de enero del 2002 presentó su renuncia al cargo, la que le fue aceptada por el directorio. Como en los hechos era un empleado más, sometido a la misma situación, ante la falta de pago de su sueldo y tras intimar, se consideró despedido de CW Comunicaciones S.A. Al tiempo de formular el responde, tiene un reclamo en el Seclo contra la firma y contra IDG. Su sueldo como gerente general era de $3025,77, por lo que encuentra llamativo que la coactora Esterkin denuncie un salario superior al suyo. Considera justo el reclamo de los actores, en cuanto fueron despedidos, dado que a él mismo no le pagaron el salario de enero, ni de febrero del 2002, ni la segunda cuota del aguinaldo del 2001, pero no considera justo, sino por el contrario maliciosa, reclamar sobre bases falsas. Sostiene haber  respondido a la intimación reclamando registración formulada por los actores, indicando su condición de empleado, lo que no justifica un reclamo solidario. Describe su propio discurso telegráfico con la empresa y Govern. Rechaza toda posible atribución de responsabilidad solidaria, impugna la liquidación  y solicita el rechazo de la demanda. Defiende la constitucionalidad del artículo 4 de la ley 25561. A fs.628/639 responde Internacional Data Group Inc., la que tras efectuar una negativa ritual, opone defecto legal, por entender que la normativa no prevé la traslación de responsabilidad en perjuicio de otras sociedades o sus accionantes por los incumplimientos en que incurriere el empleador. Por lo demás, resulta abstracto que en la decisión del despido hubieran mediado órdenes de una empresa controlante, lo que de todos modos niega. Considera que Cambré, Bazán y Orts omitieron fundar correctamente la citación como tercero de su parte. Por lo demás, los mismos se encuentran imposibilitados de introducir hechos no invocados por los actores. Al responder la citación afirma que IDG, es una corporación de los EEUU, dedicada a la edición de material de índole informática. A su vez, CW Communications Inc (en adelante CW INC), subsidiaria de la anterior, también es una corporación de los EEUU, y accionista principal de Comunicaciones S.A. (CWS.A. en adelante). Luego, la relación entre IDG y CWSA se limitó durante 20 años a una mera cooperación, puesto que la segunda siempre funcionó independientemente de IDG y de CWInc., puesto que estas no la financiaron ni la sostuvieron económicamente, ni obtuvieron ganancia alguna a consecuencia de su funcionamiento, no interviniendo nunca IDG en la dirección ni en la administración de CWSA. CWInc. Se limitó a aportar un capital inicial como accionista.  El presidente de CWSA era Patrick McGov ern, y sus directores Bazán, Orts y Argento, su síndico Cambré. De modo que, con la sola excepción del primero que reside en EEUU, lo demás son los co-demandados de autos. En los hechos, CWSA funcionaba bajo el mandato del directorio y, en especial, de Rubén Argento su gerente general, lo que este admite en su responde. En el 2001, a consecuencia de la crisis sufrida por el país, CWSA recurrió a IDG solicitando ayuda económica. En junio se le otorgó un préstamo voluntario de 110 mil dólares, el que nunca fue reembolsado. En diciembre, su director Argento, en su carácter de vicepresidente y gerente general, volvió a solicitar ayuda. Se decidió entonces enviar en representación a Kevin Krull, quien permaneciera en el país entre el 21 y el 23 de enero del 2002. Tras reunirse con el directorio, IDG decidió no hacer el préstamo, cuando ni siquiera se encontraba obligada a ello. Luego, el desarrollo de los hechos en relación con los contratos labores fue absolutamente ajeno a su parte, que por lo demás desconoce. Mal podría su parte haber instrumentado decisión alguna en relación con el personal, cuando ni siquiera era empleadora ni contaba con un representante en el país facultado para ello. Al tiempo de notificarse los despidos, Argento continuaba en el ejercicio de sus cargos en el directorio, de modo que considera poco justificativo para extenderle responsabilidad a su parte el hecho de que no se le haya otorgado el préstamo solicitado. Afirma que los directores incurren en contradicciones en sus respondes puesto que, mientras por un lado afirman no haber estado al tanto de la supuestas maniobras llevadas a cago por IDG, por el otro manifiestan haber tratado de evitarlas. De modo que no es verdad que su parte haya decidido o implementado los despidos. Sostiene que las personas físicas co-demandadas no le dan sustento normativo a la pretensión de su responsabilidad solidaria. Para el caso de entenderse aplicable a la especie el artículo 31 de la LCT, niega la existencia de un conjunto económico entre su parte y la empleadora, CWSA. Y para el caso de concluirse que el mismo existió, no se habría dado la hipótesis de las maniobras fraudulentas. Reitera que IDG y CWSA son empresas diferenciadas e independientes, no existiendo entre ellas subordinación o relación societaria ni de administración, siendo la última una sociedad regularmente constituida. A su vez, IDG no posee participación alguna en el capital de CWSA, ni viceversa, ni control en la toma de decisiones de su directorio.  Invoca  jurisprudencia y solicita, en definitiva, el rechazo de la demanda. Se opone a la tacha contra la constitucionalidad del artículo 4 de la ley 25561 e impugna la liquidación del inicio. A fs.1138/1147 responde CW Communications Inc., la que una vez efectuada la negativa ritual, afirma que a fs.1138/1147 responde CW Communications Inc., la que una vez efectuada la negativa ritual, afirma que la pretensión de los actores de responsabilizar a su parte, en el carácter de accionista mayoritario de CWSA, con fundamento en el artículo 54 de la LSC es impertinente. Ello en razón de no haber incurrido en la comisión de actividad ilícita alguna, que haya llevado a la utilización de la sociedad como un recurso para violar la ley, el orden público, la buena fe o frustrar derechos de terceros. Cita doctrina y jurisprudencia. A esta falencia se sumaría el hecho de no haber acreditado insolvencia de la obligada. Sostiene que la solidaridad no puede ser presumida. Responde la tacha contra la constitucionalidad del artículo 4 de la ley 25561, impugna la liquidación y solicita, en definitiva, el rechazo de la demanda. A fs. 1155/1164 contesta Patrick Mc Govern, el que tras la negativa ritual refiere que el planteo de los actores es infundado, a la luz de lo normado por los artículos 54, 59 y 274 de la LSC, por no configurarse ninguna de las hipótesis que pudiesen justificar la extensión de resposabilidad hacia su parte. También resiste el resto del fundamento normativo Del  mismo modo que en el responde sintetizado precedentemente, invoca doctrina y jurisprudencia.  Señala que la mera acreditación de irregularidades no implica la responsabilidad automática del director, puesto que de ese modo se prescinde de la responsabilidad diferenciada de la sociedad y sus directivos. Deberá, en todo caso, acreditarse en qué medida él tuvo que ver con la decisión que se cuestiona, acreditándose que no obró con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios, faltando a sus obligaciones y violando la ley, el estatuto o el reglamento de la sociedad, así como que produjo daños por dolo, culpa grave o abuso del derecho. Destaca lo que los propios actores afirman: que no vive en el país, y no era tampoco quien administraba la sociedad, sino que lo hacía el gerente general acompañado por los restantes miembros del directorio que era, a su vez, los abogados de la compañía. De haber existido pagos irregulares, jamás fue informado de ellos. Por lo demás, el patrimonio de las sociedades no resulta insuficiente para responder. Sostiene, asimismo, que la solidaridad no se presume. También ataca la tacha contra la constitucionalidad del artículo 4 de la ley 25561. Impugna la liquidación del inicio y solicita el rechazo de la demanda. A fs.1299 los actores desisten de la demanda contra Camaño, y 
                  CONSIDERANDO: Que, tras aclarar que la mayor parte de la producción de la prueba de la presente causa y, por lo tanto, de la dirección del proceso, tuvo lugar ante el JNT Nro:72, cuya titular se excusara de seguir entendiendo en las actuaciones, así como a continuación lo hiciera la titular que le siguiera en el orden de turno (JNT 73), fueron radicadas las actuaciones ante este juzgado, en donde se resolviera abrir a prueba el hecho nuevo, recibiendo la misma y la remanente del fondo de la cuestión, no resultando procesalmente oportuno hacer lugar a la citación como tercero de IDC Argentina.
             En relación con una primera cuestión, resulta un dato consentido que al egreso de los actores, producido por despido indirecto fundado en el artículo 247 de la LCT, los mismos no percibieron el salario de febrero del 2002, el aguinaldo proporcional y tampoco la indemnización minorada.  De modo que sobre el punto, solo restaría definir si la condena comprende a CW SA, o si abarca también a las otras sociedades de autos (CW Inc e IDG Inc).
            La segunda cuestión reclamaría la condena solidaria junto con las sociedades, de los funcionarios de CW SA (a saber su presidente Patrick Mc Govern, su vice Mario Orts, sus directivos Rubén Bazan y Rubén Argento, y finalmente su síndico Raimundo Cambré (puesto que Caamaño fue desistida) y esta solo resultaría viable de acreditarse algún obrar irregular desde el interior de la sociedad, que los co-demandados conocieran, y al que no se hubieran opuesto. 
            Concretamente, los actores  denunciaron una serie de irregularidades. A saber: a) un incorrecto encuadre, dado que en su opinión se encontraban amparados en el estatuto del periodista, no obstante lo cual se los tenía como empleados de comercio, lo que habría generado diferencias salariales; b) la existencia de pagos en negro, con la consiguiente falta de aportes en forma; c) el desconocimiento de su verdadera fecha de ingreso; d) el desconocimiento de la extensa jornada de trabajo; e) haber sido obligados a suscribir un acuerdo ante el MT de disminución de haberes, a través de la figura de la reducción del horario y, finalmente f) haberse fraguado una situación de falta de trabajo y fuerza mayor, procurando deshacerse de ellos mediante el ofrecimiento de una reparación absurda.

            En el caso de todos los frentes argumentales,  corresponderá establecer en relación con las sociedades en danza (CW Inc., IDG Inc. e IDC de Argentina) si las mismas integraban junto con  CW SA un conjunto económico y de hacerlo, si mediaba una conducción temeraria y/o maniobras fraudulentas (teniendo siempre presente que IDC Argentina no fue traída como tercero, por no ser procesalmente pertinente al tiempo en que fuera solicitado, lo que no obsta a otro tipo de cuestiones eventuales, tema sobre el que se volverá, razón por la cual fuera abierto a prueba el hecho nuevo). De modo que queda               reservado solo para el segundo frente argumental, el análisis del papel que jugaron las personas físicas co-demandadas
                Finalmente, corresponderá establecer si la causal esgrimida para proceder a las desvinculaciones, se encontraba justificada y si, de tal suerte, corresponde condenar a una indemnización minorada en los términos del artículo 247 de la LCT.

               Para tener una mayor claridad expositiva, se despejará en primer término si existieron los incumplimientos e irregularidades denunciados por los trabajadores, de existir, si es o no posible concluir en alguna suerte de consentimiento de su parte. Asimismo, y formando parte de dichas irregularidades, corresponderá establecer si el estatuto del periodista debía ser aplicado a los actores. 
                Por otra parte, se investigará si existió falta de trabajo y/o fuerza mayor, justificativa de los distractos, y solo una vez esclarecidas estas cuestiones, determinar las figuras de los responsables. 
              Declara a fs.1321/1327-I, propuesta por los actores, la abogada Patricia Goffan. Dice que trabajó con los mismos en CW SA entre el 94 y el 2002. MENA y Pieroni habían ingresado antes, Sterkin y Contreras después. Que CW Inc es la empresa norteamericana que los controlaba. Que a Orts y a Bazán los conoce por los fax y el TE. Que Argento era el director de CWSA. A Cambré lo vio en una mediación, y también por los pedidos de llamados telefónicos de o hacia el estudio. Que IDG Inc. es el nombre del grupo a nivel internacional. Que Mc Govern es el presidente de CWSA y de CWInc.. Que vino a la Argentina y estuvo en la oficina de la dicente. Que se enviaban fax para él. Dice tener juicio pendiente con todos los demandados. Dice que MENA era secretaria de redacción y como tal, redactaba, corregía, ajustaba las notas para los espacios de las publicaciones, realizaba entrevistas. Que la dicente era asistente de la gerencia de publicaciones, de publicidad. Que colaboraba con las actoras. Que Esterkin era gerente de proyectos especiales: armaba publicaciones especiales, organizaba eventos, entrevistas. Que Pieroni estaba en diseño gráfico y diagramación, ayudaba con la diagramación y hacía el diseño para la misma, y también en los eventos ayudaba con el diseño para las invitaciones, las credenciales. Que Contreras era redactora: desgrababa  y redactaba. Que las vio cumplir sus tareas. Que si bien MENA tenía el horario de 9,30 a 18,30, llegaba antes porque tenía las llaves, y se iba más tarde. Que Pieroni tenía el horario de 9,30 a 18,30 y solía quedarse después de hora, lo mismo Contreras y Esterkin. Esta última también solía llegar antes de hora. Que MENA cobraba más de 2000 pesos. Esto era algo de lo que se hablaba. Esterkin más de 3500, lo que conoce por comentarios de Andrea Tirigila. Que Pieroni ganaba entre 1200 y 1300, lo sabe porque algunas veces ella le cobró el cheque. Contreras estaba en los 1000. Que la vio cobrar en la cola, antes de la implementación de la caja de ahorro. Que a MENA, como a todos, le daban un recibo por la parte en blanco, lo vio. Que básicamente los que estaban allí cobraban en negro, o todo o una fracción. No recuerda si vio cobrar a Esterkin. Que sabe que a la misma le daban alguna constancia de cobro. Que vio cobrar a Pieroni, a la que también le daban alguna constancia. Lo mismo Contreras. Que no sabe si le entregaban recibo. Que sabe que MENA formuló reclamos. Que en la empresa se hicieron reclamos orales y por escrito. Que el de MENA fue por horario y por sueldo. Que el reclamo por escrito fue por la regularización. Que la dicente también. Que fueron dirigidos a la AFIP y a CWSA. Que vio el reclamo de MENA. Que cada uno de los empleados los hizo. Que también se presentó una nota firmada por todos. Que le enviaron una carta por correo a Mc Govern. Que también sabe que MENA hizo reclamos oralmente, porque muchos fueron efectuados en forma colectiva. Que también participaron los demás coactores. Que fueron efectuados a Argento. Que era la persona que, físicamente, tenían en la empresa. Que como era el director, se los dirigían a él. Que los reclamos por escrito eran básicamente por la regularización. Que los actores dejaron de trabajar en el 2002, cuando la empresa dejó de operar. Que la firma era una editorial de informática y comunicaciones, hacían redacción, comunicación y publicación de material al respecto, diarios, guías, catálogos, revistas y también se organizaban eventos. Que se editaban publicaciones, la más importante era Computer World (en principio fue quincenal, y tenía a veces tiradas especiales), después la revista PC World (mensual), PC Users, Info World, la guía anual de informática, el catálogo anual de soft, y a veces publicaciones a pedido. Que cada país tenía sus propias publicaciones, algunas con nombres similares. Que PC World se distribuyó en un tiempo en Uruguay. Que los nombres de las publicaciones y un cierto control, provenían de los EEUU. Que concretamente de los colaboradores de Mc Govern. Que se debían hacer rendiciones de las publicaciones que iban saliendo, todos los viernes se enviaba el “Friday report” a los EEUU. Que las publicaciones de CWSA eran redactas por la gente de redacción, MENA, Contreras y otras personas. Que en los últimos tiempos, a pesar de que se había pasado al sistema de la caja de ahorro, una fracción se cobraba en negro, por cheque. Que se lo dijo alguien de administración: Mónica Sans. Que el caso de la dicente era diferente, porque estaba totalmente en negro, hasta que la blanquearon. Que lo firmaba Argento. Que el encargado de entregar los cheques y los recibos de sueldo era Argento. En el sector de la dicente Julio Attala, que a su vez los recibía de Argento. Que Argento decidía qué nota iba, la tapa, si había edición especial, si se realizaba un eventos, dirigía y se hacía todo con su control y aprobación. Que en CWSA eran unas 15 aproximadamente. Que era una oficina chica, con muy pocas divisiones. Que después de cerrada la empresa, los trabajadores quedaron despedidos y no se les abonó ni el último mes de trabajo, ni el medio aguinaldo, nada. Que no tuvieron respuesta de la carta que remitieron a EEUU. Que el presidente de CWSA era Mc Govern. Que en las publicaciones a nivel mundial, figuraban notas de él. Que el mismo quedó con el cargo de miembro fundador de CW Inc. Calcula que también era el presidente de IDG. Que CW INc. era la dueña de CW SA, tenía casi el 100% de las acciones. La última rendía cuentas a los EEUU a nivel económico y de las publicaciones. Y les enviaban auditorias. Que IDG era el grupo internacional. Que supone que estaba compuesto por CW Inc y sus diferentes empresas en cada país. Que IDG estaba controlada por Mc Govern. Se le enviaban faxes al mismo y él los respondía. Que los informes al exterior y las auditorias, se hacían en inglés. Que CWSA cerró invocando la mala situación del país, que causaba la recesión de la empresa. Que el cierre se decidió en EEUU. Que se los dijo Argento. Que este recibía órdenes e instrucciones de EEUU, tanto por escrito cuanto por TE. Que por mail la comunicación era muy frecuente. Que en las publicaciones provenientes de los EEUU figuraba personal argentino de CW SA. Lo sabe porque había una especie de revista interna de la empresa, a nivel mundial. En donde, entre los eventos que ocurrían en los diferentes países, había una sección de cumpleaños, con la antigüedad de la gente. Que esa revista era World Update. Que antes de que se cediera la licencia de la revista PC World, la misma era preparada por CW SA, y después la comenzó a hacer otra empresa. Que vio faxes a nombre Kevin Krull varias veces. Que vio muchas veces a gente norteamericana en la empresa. Poco antes del cierre vio gente de ese país en la empresa. Que de esa gente provino alguna propuesta de pago por indemnización, que se lo dieron en un sobre, para abonar una suma ridícula en tres pagos, con cheques diferidos. Que la dicente tuvo reuniones privadas con Argento en el 2001, y también la tuvo con otros empleados, con motivo de la reducción de las horas de trabajo y los sueldos. Que en esa época los actores y los demás empleados formularon reclamos conjuntos, solicitándose también la regularización. Que CWSA era una editorial de informática y comunicaciones, y se hacía la redacción y publicación de material relativo a esos temas.
           Por la misma parte, declara a fs.1328/1334 Rosa Cimino, quien dice haber trabajado con los actores en CWSA. No recuerda si conoce personalmente a Orts, sí de palabra, lo mismo le sucede con Bazan. Argento era el director general. A Cambre lo vio algunas veces, en las audiencias y lo escuchó nombrar. La dicente era ejecutiva de cuentas y como tal, ofrecía a IDG los servicios de CWSA, que dependía del grupo IDG INC. Vio a Mc Govern en la editorial, que inclusive le envió un mail que respondió. La dicente tiene juicio pendiente contra los demandados. Que le quedaron debiendo al egreso, y no le reconocieron la parte en negro. Que la dicente estaba en el área de publicidad: buscaba clientes para publicidad, atendías estas cuentas, e iba a presentaciones de empresas de tecnología informática, a eventos de prensa y de promoción de la editorial. La dicente ingresó en el 99, y MENA lo hizo mucho antes. Que esta era secretaria de redacción. Que la misma hacía notas, entrevistas, cubría eventos, iba a conferencias de prensa, presentación de empresas. Que la actora trabajaba de 9,30 a 18.30 hs, pero muchas veces se extendía de acuerdo al trabajo. Que a veces los eventos eran a las 7,30 hs. y otras veces había que quedarse hasta la madrugada. Que Mena cobraba más de 2000 pesos. Que la vio cobrar. Cobraba una parte en negro. Que era la situación de casi todos. Una parte la cobraba en el Boston y otra cree que en la oficina. Que esto último no lo vio. Que esta parte la abonaba Argento a nombre CWSA. Que Esterkin ingresó también mucho antes que la dicente. Que era gerente de proyectos especiales. Que la veía prepararlos, hacer eventos. Que muchas veces la co actora excedía el horario. Que ganaba alrededor de 3000 pesos. Que era la época del 1 a 1, así que también eran 3000 dólares. Que sabe que le abonaba Argento. Que también la vio ir al banco. Que Pieroni ingresó antes del 99. Que era diseñador gráfico. Que se encargaba de todo lo que fuera diseño, armado de folletería, de impresiones. Que la dicente le encargaba a él el material de las promociones  para llevar a las empresas. Que el actor enviaba sus mails generales con artículos promocionales, y con las publicaciones virtuales que tenía la editorial que eran diseñadas por el actor. Que a veces Argento le solicitaba cosas. El que definía eran Argento, los empleados solo sugerían. Que Pieroni, y otro diseñador, Jorge,  hacían las realizaciones. Que Argento controlaba, refutaba, aprobaba, salvo algunas cosas específicas de promoción, que dependían del ingeniero Atala que era el jefe de la dicente. Que era el gerente de publicidad. Que el actor también trabajaba fuera de horario. Que cobraba más de mil. Que sabe que iba a cobrar al Boston, y a veces le encargaba a algún compañero que le cobrara el cheque. Que no sabe si le entregaban alguna constancia. Que Contreras ingresó antes que la dicente. Que ayudaba en redacción, redactaba, tipeaba. Que se quedaba fuera de hora. Que estaba inclusive cuando no había nadie. Que cobraba más de mil pesos. Que no sabe si le daban constancias. Que sabe que los actores formularon un reclamo, por el cobro en negro y el encuadre de periodistas. Que  escuchó cuando MENA se lo solicitó reiteradamente a Argento. Que no escuchó a Esterkin, pero se comentaba que todos los empleados habían formulado el mismo reclamo. Que era informal, porque se ponía en riesgo el puesto. Que recién al final lo hicieron por escrito. Pero para ese momento la dicente estaba enferma. Que Contreras hizo el reclamo, que se formuló uno por todo el grupo. Que el reclamo de Pieroni era más o menos el mismo que todos. Solicitaron también la regularización. Que el reclamo por escrito fue a fines del 2001. Que CWSA era una editorial especializada en informática, tecnología y telecomunicaciones. Que hacían un periódico, Computar World, unas revistas Premier Users, que salía cada tanto a pedido. Que también una revista mensual Network World. También se efectuaban trabajos de telemarketing y de realización de eventos. Que el que determinaba qué se hacía era Argento. Pero también dependía de los EEUU, CWINc. Se recibían auditorias, rendiciones de cuentas. Que específicamente en el área de la dicente, había publicidades pautadas internacionalmente, que venían desde EEUU. Que una parte del Computer World venía de allá y otra se realizaba aquí. Que Argento debía responde a EEUU. En última instancia a Mc Govern. Eso era a nivel mundial, pero en la oficina local, la cúspide era Argento. Que las publicaciones que mencionó se efectuaban en otros países. Que se publicaban en EEUU. Sabe que el grupo estaba en 90 países. Que entre ellos estaba España. Que una parte de las impresiones se realizaba en la editorial y otra afuera. Que las de la editorial se efectuaban en la oficina de diseño de CWSA. McGovern con CWInc. era el presidente, dueño. También lo era de CWSA. Que esta última era una sucursal, subsidiaria. Así lo ofrecía la dicente a los clientes, pero a alguno no se lo podía decir de este modo por pauta de EEUU. Que había un boletín interno, en el que figuraba Mc Govern como cúspide de todo, con fotos inclusive. Que aparecía con empleados, inclusive de aquí. Que CWSA rendía cuentas a EEUU. Que cree que la información se remitía en inglés. Que le llegaban llamados en inglés. Que no sabe concretamente si a CW Inc. o a IDG. Tiene entendido que el cierre de CWSA se decidió desde los EEUU. Que se les formuló una propuesta irrisoria y en cuotas. Que no cubría ni un mes de sueldo. Que en CWSA trabajaban unas 15 personas, era una estructura chica, la única oficina cerrada era la de Argento. Que en el mail que la dicente le envió a Mc Govern le había pedido que en su caso hiciera una excepción, puesto que estaba en pleno tratamiento oncológico, y al quedarse sin trabajo perdía la obra. Que además su marido había perdido uno de sus trabajo. Que Mc Govern le agradeció que se comunicara, y dijo que lamentaba que hubiesen rechazado la propuesta de Argento, que era una participación en la editorial, lo que nunca se realizó. Que le dijo que cuando él volviera a abrir una sucursal en Argentina, sería la primera a la que llamaría. Cree que el ofrecimiento de pago irrisorio fue formulado por Atala. Que Computer World salía quincenalmente. Que los cheques se cobraban en ventanilla y luego estaba la tarjeta. Que las oficinas era alquiladas. Que las impresiones se realizaban con una impresora. Que era grande. Había más de una. Que en su área, las impresiones tenían por destino la promoción. Que no sabe dónde se imprimían el Computer World, las dos revistas y el boletín. Que sabe que se preparaba, se hacían los vegetales en la editorial. Desde que ella ingresó, el trabajo tuvo altibajos. Sabe que se pidió ayuda a EEUU por una crisis coyuntural del país. Desde IDG se pautaban regionalmente algunas publicidades. 
             A fs.1338/1342 declara, propuesto también por los actores, Martín Acosta, con juicio pendiente. Lo hace en los mismos términos que los anteriores testigos de la parte y agrega que en su condición de cadete, iba al estudio Bazan, Cambré y Orts, en Florida al 200, a llevar sobres. Iba una vez por mes a llevar dinero. Afirma haber trabajado para CWSA entre el 14 de agosto del 2000 y el 31 de enero del 2002. Que el actor diseñaba lo que era tapa, todas las publicaciones que iban a la revista, lo que eran dibujitos, notas, letras, que diseñaba el diario, el Computer World, folletos. Que el dicente se quedaba después de hora cuando el actor hacía la impresión en papel vegetal, el que el dicente debía llevar a la imprenta. Que la misma estaba ubicada en México, entre Jujuy y Urquiza, en donde le entregaba todo a Costa. Que Contreras hacía redacciones, desgrababa notas, las pasaba por escrito, y luego se las daba a MENA. Que sabe que se le formuló un reclamo a Argento, todos los empleados, por el sueldo, los horarios, la regularización y el pago en negro. Que todos cobraban parte en negro, menos el dicente. Que Argento al tiempo del cierre y de hacer un ofrecimiento dinerario, les dijo que eran órdenes que llegaban de afuera y que él  no podía hacer otra cosas. Que no sabe si una semana o diez días antes, hubo auditorias de EEUU. Que tiene entendido que Argento recibía órdenes de IDG. Que en la oficina, además del cubículo de Argento, había una división entre el ingeniero Atala y los diseñadores, pero a puerta abierta. Que Atala se ocupaba de las publicaciones y también estaba con la gente de diseño gráfico. Que también se dedicaba a la cartera de clientes. Que sabe que había operaciones bancarias entre CWSA y CW INC. Que el testigo hacía los trámites. No recuerda si en las transferencias aparecía IDG. 
               También por los actores declara a fs.1369/1376 Claudia Sans, quien dice haber ingresado a CWSA en el 90. Dice tener juicio pendiente. La testigo declara en términos análogos a los anteriores, y agrega que todos estaban en negro, parcialmente. A la dicente la blanquearon totalmente unos años antes del cierre. Que la oficina la alquilaba un tal Fr. Ferrari. Que se enviaba a los EEUU una copia del balance todos los años, inicialmente a Mc Govern y a otra gente en Boston. Que las oficinas centrales están en esta última ciudad. Que IDG les enviaba un directorio de todas las CW del mundo. Que Mc Govern era el chairman de IDG. Que se hicieron reclamos por el encuadramiento en el estatuto de periodistas. Que enseguida que se fue Krull, que aparentemente hizo una auditoria, se cerró la firma. Que Krull estuvo unos diez días antes del cierre y no habló con los empleados. Que la propuesta irrisoria que les hicieron vino de un estudio contratado por algún directivo de Boston. Que en teoría era un estudio que trabajaba a nivel internacional. Que todo lo que se enviaba a EEUU era en inglés. Que la dicente hacía los recibos de librería para los pagos en negro. Que la orden se la impartía Argento. Que si no estaba Argento, firmaba Atala. Que los montos provenían de una cuanta de CWSA. Que con la crisis de De la Rua, las cosas empezaron a no ir bien. Que entre CWSA y las empresas de EEUU, había transferencias en dólares por pago de avisos de publicidades efectuadas en Argentina. Que ese dinero provenía de una especie de agencia de publicidad de IDG, que se llamaba International Marketing Services. Que IDG remitía una publicación a la Argentina, que se enviaba a todas las subsidiarias, IDG World Update. En esa publicación figuraba personal argentino, y tenía notas sobre reuniones de gerentes, los aniversarios de los empelados de cada país, las cenas que se realizaban con motivo de ello. Que tenían facturas para los gastos (resmas de papel vegetal, reparación de alguna silla, etc.). Que a MENA y a Esterkin se les pagaba viático. Tenían llave de acceso a la oficina Argento, Atala, MENA y no recuerda si Esterkin y la dicente. 
              También por los actores, declara a fs.1405/1412, el ingeniero Julio Attala, con juicio pendiente. Ratifica los dichos de los demás testigos de la parte y agrega que conoció a CWSA por las publicaciones, y así fue como ingresó como gerente de publicidad de la editorial. Que en oportunidad de encontrarse Argento en el exterior, el dicente tuvo que llevar un cheque a la firma de Orts en el estudio de Florida. Que a Cambré lo conoció en el estudio y luego lo vio en un almuerzo cuando vino Mc Govern. Que concurrió a reuniones internacionales organizadas por IDG, de la cual CWSA era subsidiaria. Que cuando el presidente de la sociedad, Mc Govern vino en el 897, dio una charla a los empleados. Que el dicente diagramaba la parte de publicidad y MENA la de redacción. Que también se hacían ediciones extra, por algún tema en boga. Que el dicente efectuó pagos y tenía firma para cheques. Que se abonaba una parte en blanco y otra en negro. Que el dicente solo abonaba lo primero, puesto que Argento se ocupaba de lo segundo, en forma de plus, cuando regresaba. Que el gerente general era el que le pagaba al personal, y vio a la actora recibir el plus de parte de Argento, la vio con el cheque en la mano. En alguna oportunidad se le daba un recibo sin membrete. Lo hacía Claudia Sans. Que en el mismo figuraba el rubro viáticos seguro. Que en cambio en el blanco, figuraba el salario. Que después se abrieron cajas de ahorro. Que Esterkin como gerente de proyectos especiales, diagramaba revistas especiales, encargadas por las empresas. La misma diagramaba, realizaba entrevistas, y recababa información para publicar en las revistas. Había revistas mensuales, como la de la Asociación Argentina de Dirigentes de Sistemas. Que Esterkin también cobraba en negro. Que Pieroni hacía la parte de diagramación e impresión del diario, revistas y folletos, estaba en fotomecánica, en donde se imprimía el papel vegetal El mismo tenía idéntica modalidad de cobro que los demás. Que Contreras cree que era redactora, desgrababa entrevistas y tipeaba las notas para el diario. Respondía a MENA. Que también cobraba en negro. Que se regularizó unos meses antes del cierre. Que Argento reportaba al comité ejecutivo de IDG Inc. Todos los viernes debían enviar a EEUU un informe semanal sobre los avisos que se pensaba que iban a publicar. Que los armaba el dicente y se enviaban en inglés. Que había una traductora free lance, Susana Calcagno de Gomez. Que como el nombre más conocido era el del holding, IDG Inc., cuando salían a ofrecer publicaciones o se presentaban, o hacían como personal de IDG Argentina. Que el estudio desde el cual salieron los telegramas de despido fue contratado por IDG Inc. de EEUU. Que recibían de IDG Inc. todas las publicaciones, de donde se rescataba información que se publicaba en Computer World de Argentina u otras revistas. Que esas revistas figuraban en EEUU. Que PC World venía de EEUU, y se le agregaba el capítulo local. En esa revista figuraba personal de Argentina. Que anualmente se hacía una encuesta desde IDG IN, a fin de conocer qué pensaban en relación con IDG Argentina o CWSA y también de la casa matriz, IDG Inc. En algunas oportunidades mandaron dinero desde los EEUU. Fue para aumentar el capital. 
             Declara a propuestas del co-demandado Argento, la contadora Adriana Charyton, a fs.1447/1455. Dice que fue contratada por CWSA como contadora. Que Contreras era empleada free lance, y no iba a la empresa asiduamente. Que recibía todas la información del exterior, las directivas y la documentación desde CWInc. Que no conoce a Bazan. Que Argento era empleado de CW SA. Que la dicente iba a firmar el balance con Cambré a su estudio. Que conoce a IDG Inc. a través de la documentación y de los auditores. Que mensualmente reportaba el balance a Londres y a EEUU, y el anual. Que el balance era recibido en EE UU por Ted Bloom y en Londres por Keith Argot. Que Mc Govern se presentaba como el dueño de la empresa. Que la dicente comenzó a trabajar en el 83. Iba algunos días por semana y en el comienzo, compartía el escritorio con Argento. Que MENA no ingresó antes que ella. Que la misma era secretaria de redacción. Que desconoce sus funciones específicas. Que no recuerda cuánto cobraba. Que lo que no tenía MENA era retención sindical. Que la dicente confeccionaba los recibos. Que igual Esterkin. Que ambas aportaban a OSDE. Que el pago se efectuaba a puertas cerradas en el despacho de Argento. Que MENA recibía un cheque, con lo que figuraba en el recibo. Que luego se pagó por caja de ahorro. Que la dicente sepa, no cobraba nada aparte. Que la misma trabajaba de 9,30 a 18,30  hs. No recuerda si estaba más tiempo. Que Pieroni en general tenía horas extras. Que la dicente y MENA dejaron de trabajar en enero del 2002, por cierre de la empresa. Que no recuerda cuándo ingresó Esterkin. Que tenía el mismo horario. Que la misma estaba en el área de publicidad, entrevistas y ventas. Que los proyectos especiales, eran ventas especiales. Que no recuerda cuánto cobraba. Que cree que no trabajaba fuera de hora. Que la modalidad de cobro de la misma, como la del resto del personal, era estrictamente confidencial. Que no cobraba ningún monto aparte. Que no recuerda cuándo ingresó Pieroni. Que trabajaba en diagramación de las publicaciones. Que estaba frente a la computadora, que era un asistente de diagramación según su recibo. No recuerda cuánto ganaba. El mismo percibía sueldo básico, presentismo, horas extras y retenciones, aportaba a OSECAC y al sindicato de empleados de comercio. Que no cobraba por fuera de recibo. Que tenía el mismo horario. De Contreras dice que tampoco recuerda cuándo entró, pero fue después que ella. Que la hermana trabajaba en la firma, y se la recomendó para el área de redacción. Que Contreras iba unas horas, no todos los días. Tenían una orden estricta desde el exterior, de que no se podían contratar hermanos. Entonces, para poder trabajar como lo hizo, se le solicitó un comprobante por servicios, y se le fue pagando por mes. Pero la actora nunca cumplimentó el pedido, y cuando cesó la hermana, entonces se la incorporó en octubre del 2001. Que después cobró igual que los demás, y reproduce las mismas aserciones que en relación de los demás coactores. Que la dicente recibía las órdenes de IDG Inc., de las diferentes áreas. Que fueron cambiando los nombres. Que recuerda a Toby Arliston. Al mismo le reportaba mensualmente la información y este y los demás, le indicaban los cambios, o cómo manejar en la oficina. Krull vino a dar órdenes de cómo manejar el presupuesto. La dicente debía preparar el cash floor, con los valores estimados y los reales. Como la situación había empeorado, Krull quiso tener un contacto cercano en mayo del 2001. Que el mismo decidió otorgar un préstamo del exterior, porque ya no había fondos para cubrir los gastos  mensuales. El préstamo llegó en junio y a fines del 2001. Krull volvió en diciembre y en enero decidió el cierre. Que entre un viaje y otro el mismo mantuvo el contro. Que por la documentación sabe que CWSA era una subsidiaria de CWInc. La dicente tuvo un contacto personal y por mail con Krull. Que CWInc. tenía el 99% de las acciones de CW SA. Que ahí figura Mc Govern. Que CW SA era una editorial sin imprenta. Para los diseños de las ediciones se recibían órdenes desde el exterior. Que se hacía el diagrama de acuerdo a ello. Que las órdenes eran recibidas por Argento. Que los actores no formularon ningún reclamo a CW S.A. Cuando la gente ingresaba, la dicente les decía que el sindicato de comercio era una de las opciones para afiliarse. Algunos optaron por OSECAC. Que al egreso algunos fueron a reclamar por el seguro La Estrella, que no obstante tener los aportes, no percibían. La dicente les preparó los formularios faltantes que en el seguro se habían traspapelado. Que la dicente vio las órdenes de EEUU para prepara el presupuesto, así como las aprobaciones. Que por la irregularidad originaria en la contratación de Contreras, la dicente le aconsejó a Argento que transfiriera un saldo a favor en ganancias, puesto que la empresa estaba dando pérdida. Se transfirió a la AFIP, al área de SUS, que recauda retenciones, aportes, obra social y ART. Que el estudio Bazan, Cambré y Orts brindaba asesoramiento jurídico. Que lo sabe por los recibos de honorarios, que datan del 83. Que Krull contrató a alguien para el asesoramiento con motivo del cierre. Que era un estudio del edifico Catalinas. Que Krull los hizo asistir a ella y a Argento. Que ambos tuvieron que esperar que Krull arreglara con los abogados, estaban como dos postes. Que al estudio originario se le formulaban consultas puntuales de cómo obrar con los empleados. Que fueron patrocinantes de la empresa en algunos juicios. Que los abogados de este estudio no tuvieron ninguna intervención en el cierre de CW S.A., y los despidos. Todo lo digitó Krull. Que la dicente debía cumplir las órdenes impartidas desde IDG Inc., porque tiene el manual de procedimiento de la compañía y además venían órdenes por fax, mail o via auditoria. Era porque 
CW S.A. era subsidiaria del grupo, y además la auditora Deloitte and Touch, que era la auditora del balance consolidado de la empresa, les enviaba anualmente una serie de formularios para completar, con directivas por escrito que la dicente hacía extensivas a Argento. Que la dicente debía cumplir estas directivos, porque CWSA era subsidiaria de IDG Inc., y el grupo debía funcionar bajo las mismas normas para que el balance consolidado que se presentaba en EEUU cumpliera con las normas contables de allí. Sabe que al cierre de la empresa no se les abonó nada a los empleados, lo sabe porque no preparó ningún recibo. Que de Argento para abajo nadie cobró. Que Krull les hizo una propuesta indemnizatoria a los actores, la que surgió luego de la reunión en el nuevo estudio de los abogados y no fue aceptada por el personal. Que fue porque consideraron insuficiente la cifra. La dicente no recuerda el número. Que el nombre de los actores figuraba en la documentación que la dicente remitía a EEUU. Que allí tienen registrados todos los nombres, tanto que la dicente tiene documentación enviada desde allí con sus nombres. Que era documentación remitida desde la matriz hacia Argentina. Que el Banco de Boston era garante. Que el préstamo se materializó a través de una transferencia bancaria en la cuenta corriente del Boston, se acreditó en pesos a nombre de CWSA. A la dicente le abonaba CWSA en Argentina, pero el presupuesto anual para remitir a Deloitte, si bien se lo pagaban en Argentina, esos honorarios debían estar previamente autorizados por IDG Inc. Los actores no formularon reclamos a EEUU. No vio a Pieroni trabajar en las impresoras, sí en la PC. El mismo estaba en un cuarto separado por donde la dicente no pasaba mucho. Que la otra opción era estar afiliado al sindicato de prensa, pero nadie aceptó.
            Por el mismo co-demandado, declara a fs.1544/1548 (ver fs.3063 y fs.3064), Carlos Costa.Dice que cree conocer a MENA, y que no conoce a Esterkin, aunque supone que es personal de la empresa. Lo mismo refiere de Contreras. Que conoce a a CWSA, a CW Inc. y a IDG Inc., porque son la misma. El dicente le facturaba a CWSA, pero tenía perfecto conocimiento que esto venía a ser como una sucursal o filial de IDG. Todos los años el dicente debía presentar una especie de presupuesto anual sobre las publicaciones regulares: el periódico, las guías de soft y hard, las news letters y la revista PC World. Que como estas cosas se hacían siempre, debía preparar un estimado de costos para ser remitido a EEUU. Al principio le pedían que lo hiciera en inglés, y después acordaron que lo hacía en castellano y ellos lo traducían. También había muchísima publicidad generada en EEUU. Que le enviaban la película y se la derivaban al dicente. Que el dato también venía. Que también solía haber problemas técnicos por el diferente modo de trabajar, y el dicente debía efectuar “pegotes” para adaptar los textos, porque los originales estaban preparados para otro mercado. Que PCWorld se editaba en Miami, y era distribuida en toda Latinoamérica. Que aquí llegaba a los kioscos y si no se vendía, el dicente debía ir a retirar las revistas para destruirlas. Que por razones de costo, en una segunda etapa, la revista se comenzó a editar acá. Que entonces la hacía la empresa del dicente y se recibían las películas y se imprimían. Que aún así, para la filial local, la revista daba pérdida, puesto que se la devolvían en un 90%. Al dicente le convenía hacerla y aparentemente a los de Miami también. Pero a la filial de acá le hacía perder dinero. Que Argento propuso a Miami la tercerización de esta revista . Tentaron a diferentes empresas, entre ellas Perfil. Que estaba un periodista muy conocido, Espósito, que tenía otras publicaciones y como el testigo tenía interés en seguir haciéndola, le pidió a Argento que le permitiera participar. Que vinieron de EEUU Tim Clark y Villazón, y el dicente tuvo una reunión con ellos y con Argento en el establecimiento del dicente. Que le rechazaron la propuesta. Que esta gente venía de IDG o de la empresa de EEUU. Que finalmente, con la revista se quedó Espósito. Que no conoce a Orts, a Bazan, a Cambré, a Mc Govern. Que Argento era el gerente de la empresa local. No tiene idea cuándo ingresó MENA ni qué funciones cumplía, cuánto ganaba, ni si lo hacía en negro. Que no tiene la menor idea de si le entregaban constancias de cobro. Que había variedad de News Letters, según los temas. Que también se efectuaban unas publicaciones no regulares para algunas empresas, como Hewlett Packard o IBM. Que el periódico, al comienzo, salía una vez por mes, luego cada quince días. Que esto fue los últimos tres años. Que absolutamente todo lo que publicaba CWSA lo imprimía la empresa del dicente. Que la misma queda en México, 2930/38. Que las instrucciones técnicas se las impartía al dicente el ingeniero Attala. Que el mismo actuaba como coordinador general, era a quien el dicente recurría cuando había algún inconveniente. Que desconoce quién impartía las órdenes y definía el diseño de las publicaciones. Desconoce si Argento recibía instrucciones de alguna persona específica, pero sus decisiones estaban supeditadas a la empresa o digamos a la central de EEUU. Que lo sabe por una discusión que hubo acerca de los costos de los productos, que Argento siempre estaba consultando. El dicente presentaba un presupuesto con las características o alternativas, y Argento quedaba en contestarle cuando se comunicara con EEUU. Que había como una puja entre lo que se procuraba hacer bien aquí, y era difícil que allá lo interpretaran por la parte positiva. Que siempre estaban cuestionando todo. Lo sabe porque el dicente debía revisar los presupuestos, hacer nuevas alternativas. Que con la discusión no se terminaba más. Que además les comparaban con lo que costaban las publicaciones en otros países: Colombia, Costa Rica, etc.  Era evidente que la empresa cerró porque estaba trabajando a pérdida, que iban a fundir digamos, a quebrar o sea el negocio que ellos hacían había dejado de ser redituable. Que lo sabe porque las publicaciones en general se mantenían con la publicidad. Alguna era local y otra de los EEUU. Por ejemplo, una empresa de EEUU publicaba un producto para América Latina, pero la contrataban en EEUU. Esto le quedó más claro al dicente cuando negociaron PCWorld, donde la mayor parte de la publicidad la conseguía IDG Inc. en EEUU o la contrataba IDG Inc. de empresas de computación de los EEUU, quedándose IDG Inc. con parte de esa publicidad y giraba otra parte a la Argentina. Acá, a su vez, había que generar más publicidad y vender a su vez la revista. Que el dicente conoce que IDG Inc se quedaba con parte de la publicidad, porque él personalmente lo discutió con Clarks y Villazón. El mercado de la publicidad cayó en todo el mundo y en especial en Argentina. Primero, porque los productos de computación bajaron de costo y luego la crisis económica nacional. El dicente entró en contacto con la empresa en el 84. Al comienzo hubo unos meses en que también había otra imprenta haciendo algo para CWSA, y desde fines de ese año hasta que cerró, todo lo hizo la empresa del dicente. Que CW quedaba en Belgrano 409, 9 piso. A la entrada había un exhibidor de las publicaciones. Que las tiradas que tenía la empresa no se podían realizar artesanalmente en esas oficinas,  por lo tanto no se efectuaban allí trabajos de impresión. Que como mucho, con una impresora de esa o algún periférico de la computadora, se podrían haber hecho diez impresiones, pero no tenían máquina de imprenta. Que en el 84 CWSA le enviaba a hacer las películas del diario al cuñado del dicente. En ese momento la tecnología era diferente: se fotografiaba y después se seguía un proceso manual de revelado. Fue entonces que su cuñado lo presentó para que el dicente hiciera la labor de imprenta, y Argento le permitió cotizar, comenzando a ganar los trabajos. Que la empresa del dicente se llama Formularios Carcos SRL, y el testigo es socio gerente. Que en general, las publicaciones eran publicidad más o menos encubierta de productos de computación, mayormente un refritado de productos que venían desde EEUU, muchas ya venían traducidos en un español caribeño. Que al dicente le llegaba lo que tenía que imprimir de CWSA, enviaban el cadete de allí, él enviaba el suyo o iba personalmente. Que al dicente le daban películas vegetales, que es un papel transparente que se imprime por medio de una impresora. Que lo impreso es un papel transparente,  como si se viera en espejo. Con eso se copia una chapa, tanto con el vegetal como con la película y luego se imprime. Que por comentarios de Argento, conoce que hubo gestiones para evitar el cierre. Le dijo que había pedido apoyo a casa central, que le enviaran fondos para continuar operando. El año anterior al cierre le habían remitido fondos para compensar las pérdidas. Que todo lo conoce por comentarios de Argento. Le dijo que el resultado del pedido fue negativo.
              Finalmente a fs.1795/1797 declara por la demandada el abogado Juan Ojam. Dice no conocer a los actores, ni a CW S.A. Sí conoce, en cambio, a CWInc., dado que hace un años fue contactado por Kevin Krull por recomendación de un estudio de los EEUU. Que el mismo decía ser el representante legal o abogado, o tener un cargo de la estructura legal de CW Inc. o de IDG Inc. El dicente cree que con la misma cosa, o están relacionadas. Que no conoce a Orts, a Cambré ni a Bazán. Que Krull le presentó a Argento, el que cree que era el presidente o gerente de la filial Argentina. Que IDG es una empresa dedicada a publicaciones muy conocidas. El dicente tiene algunos de sus libros y si mal no recuerda, cree haberles registrado algunas de sus marcas en Argentina. Que no conoce a Patrick Mc Govern. Es acreedor de CW Inc. y de IDG. Que Krull lo contrató en su calidad de representante de IDG y de CWInc. Que el dicente trabaja en el estudio Brochou, Fernández Madero, Lombaria y Mitrani. Que el dicente no fue contratado a título personal, sino al estudio. Krull necesitaba asesoramiento sobre la ley Argentina para reestructurar la sociedad que tenían aquí. Que no sabe si esto finalmente se hizo. Que no sabe qué sucedió con la sociedad, luego de la visita de Krull. Que no recuerda qué sucedió con las marcas de CW Comunicaciones en Argentina. Que recuerda que hubo un tema con las marcas, pero no recuerda específicamente. Que desconoce qué sucedió con los actores a comienzos del 2002. Desconoce qué sucedió con el personal de CWSA. Krull le dijo que la empresa tenía problemas financieros o económicos y que básicamente quería ver qué opciones tenía la ley Argentina para reestructurar una empresa. El dicente cree que intervino en estas empresas en enero del 2002. Que conoció a Argento a través de Krull. Argento era como la cara visible de la subsidiaria argentina. Recuerda que este último estaba muy interesado en reconducir el negocio y también recuerda que le impactó, estaba preocupado por la forma en que se hiciera la reestructuración. De las reuniones en las que participó el dicente, que no fueron todas, le consta que quien tomaba las decisiones era Krull. Que el dicente es asesor de patentes. Que Krull consultó también con el doctor Burjio. Que no recuerda el nombre de la filial argentina.  Que no sabe específicamente la actividad de CW Communications Inc. Que IDG Inc. es una empresa que hace libros, publicaciones y la filial argentina, cree que hacía publicaciones, pero no puede asegurarlo.   
               El Instituto Nacional de la Propiedad Industrial, Dirección de Marcas, informa a fs.1861/1863 que la marca Computerworld fue concedida  a CW Comunicaciones S.A. el 31 de enero del 94. A fs.1897 informa la existencia de un proyecto de concesión para el 5 de febrero del 96 en favor de CW Communications Inc. de los EEUU., con vencimiento el 5 de febrero del 2006.  
               A su vez, se informa a fs.1863 que PC World  fue concedida en favor de CW Comunicaciones S.A. el 31 de mayo del 94. El primero de julio del 2003 se encontraba el proyecto de concesión a favor de CW Communications Inc. de los EEUU, con vencimiento el primero de julio de 2013 (ver fs.1920). 
               Mientras CW Communicatios S.A. hace su presentación el 31 de enero del 2002, el 23 de junio del 2003 (días antes de que saliera la concesión en favor de CW Communications), Internacional Data Group Inc. de los EEUU, hace la presentación por la concesión de PC World (ver fs.1911).

              La primera concesión es para la protección de todo tipo de servicios, y en la segunda se exceptúan el abono para periódicos, la asistencia de dirección de negocios, la compilación de datos de un ordenador, la sistematización de datos, la organización de exposiciones con fines comerciales o de publicidad,  agencias de importación, de exportación, investigación de mercados, estudios de mercados, publicidad de textos en publicidad, alquiler de espacios publicitarios, publicidad televisada, radiofónica, difusión de material publicitario, publicidad, servicios de realojamiento para empresas, promoción de ventas, correo publicitario.
              Por su parte, IDG solicitó la marca para la toda la clase (ver fs.1911).

              La misma entidad informa a fs. 1899/1914, que PC World (ver fs.1914) fue solicitada por Internacional Data Group Inc., con resolución en trámite al 30 de julio del 2004.
            También informa (ver en particular fs.1894), un proyecto de concesión del 26 de marzo del 2003 a favor de IDG Inc, de EEUU, con vencimiento para el 26 de marzo del 2013, para publicaciones, excluyendo interés general, política, deportes, economía, información nacional e internacional.

            A fs.2190 Barbat, Abogados y agentes de la propiedad industrial, informan que procedieron a la registración de las marcas IDG, Nro:1.955.604, clase 16, int. e InfoWorld Nro:1.929.096, clase 16 int. las que se encuentran a nombre de CW Comunications Inc., con sede en Massachussets EEUU.

              En relación con InforWorld informa que su registro original data de 1983 a nombre de la firma mencionada, así como sus posteriores renovaciones del 93 y 2003. Por tratarse de registros antiguos no pueden informa quién dio la orden original del registro, pero sí que la última fue impartida por Miriam Karlin.

              La perito contadora presenta su dictamen a fs.1765/1780 indicando que  la empresa Computer World de Argentina, registra como rubro el de publicación de revistas. A su vez informa sobre CW Comunicaciones S.A., con actividad de publicaciones sin imprenta.
            Refiere  la experta que le fue exhibido el certificado de denuncia a la comisaría del 14 de julio del 2002, de ocho libros contables de CW Comunicaciones S.A., incluyendo los legajos de personal (ver fs.1776, punto 1).
             Informa la existencia de pasivos generados por cancelación de facturas con el Estudio Jurídico Bazán, Cambré & Orts (ver fs.1777, punto 9). Sin embargo, no pudo informar si los doctores Orts y Bazán, percibieron honorarios por su actuación específica como directores de CW Comunicaciones S.A., ni si el Dr. Cambré hizo lo propio por la actuación como síndico, o si percibió dividendos de la sociedad. Funda esta dificultad en una negativa proveniente del propio estudio (ver fs.1777/1777vta., puntos10,11,12, y 139).
             Sin embargo, a fs.2165, en contestación al punto VII de las impugnaciones, la experta verifica la suma de $605 en concepto de honorarios profesionales a diciembre del 2001, e idénticas sumas el 14 de noviembre del 2001, el primero de noviembre del 2001, el 7 de noviembre del 2001, el 2 de octubre del 2001, y otro cheque del que no se indica fecha por idéntica suma

           Refiere la experta que los libros oportunamente reclamados, le fueron finalmente exhibidos por la Dra. Paula del Campo en el estudio (ver fs.2165vta.), indicando que en las Asambleas Generales Ordinarias se resolvía “no votar honorarios directorio y sindicatura” (fs.2166). También surge, específicamente, que el Dr. Cambré no percibió dividendos.
            A fs.2160/2168, la experta precisa que los libros denunciados como extraviados son los diarios del 4 al 8, entre el 31 de octubre del 92 y el 30 de setiembre del 2001, así como los inventarios 1 y 2, del 30 de setiembre del 88 y del 30 de setiembre de 93, respectivamente, el sub diario ventas nro.2 del 30 de diciembre del 2001 y una carpeta “no legible” del 31 de enero del 2002, así como talonarios de recibos del 90 al 2002, en una cantidad aproximada de 1600. Por último, se extraviaron unas 110 carpetas con legajos personales al 31 de enero del 2002 (ver fs.2162). 
           Entre las copias simples que acompaña la experta, se encuentra el acta de directorio 133, del 4 de julio del 2001 (fs.2151/2154). En dicha acta, reunidos los miembros del directorio y el síndico titular, se hizo una exposición de los acontecimientos político-económicos acaecidos entre mayo y junio, y su nefasta incidencia en la marcha de la empresa. Refieren haberse intentado favorecer la reactivación sin resultado positivo, siendo además las inversiones en publicidad cada vez más bajas. Informan que se agotaron las reservas que permitieron solventar las pérdidas entre enero del 99 y junio del 2001, recibiéndose la ayuda de IDG US consistente en un préstámo de USS 110.000, a devolver con publicidad futura en cualquiera de las publicaciones de Argentina.
               También se informa que se recibió el primero de junio del 2001 la renuncia del Dr. Orts al cargo de director titular de CWSA.  A su vez, y como Orts ejercía el cargo de vicepresidente de la sociedad, se designó a Argento en lugar.
              Luce a continuación (fs.2152/2153), el acta 134, del 5 de setiembre del 2001, referida a los acontecimientos económicos y societarios de julio y agosto del 2001, señalando que la situación es cada vez peor. Destacan que sus ingresos fueron los más bajos de la historia, con enormes dificultades para conseguir avisos al haber suspendido las empresas sus inversiones, con una enorme recesión del sector.

              Por el acta 135 del 7 de noviembre del 2001 (fs.2153) se hace una exposición por setiembre/octubre, informando una pérdida histórica de $365000, y que se comenzó a cortar la cadena de pagos. Precisan que en octubre la situación siguió empeorando y que los afectó severamente la facturación en Computer World, y en todos los proyectos especiales de IDG Argentina, por lo que se comenzara a despedir personal para “tratar de bajar las pérdidas” (comilla me pertenece). 

              Finalmente, por acta 136, del 28 de enero del 2002 (fs.2153/2154), se informa que se trataron las renuncias de los directores titulares Ricardo Bazán y Rubén Argento y del síndico titular Raimundo Jorge Francisco Julio Cambresi. Concretamente, se informa que Bazán tomó la palabra y manifestó que “motiva la decisión de los dimitentes la circunstancia de haber sido desplazados y relegados del manejo y gestión de los asuntos sociales. En efecto, tras la designación inconsulta del estudio jurídico Bruchou, Fernández Madero, Lombardi y Mitrani, como asesores legales de la compañía por parte del accionista mayoritario, los dimitentes tomaron conocimiento ex post facto, de la adopción de medidas críticas para la firma, tales como el despido de la totalidad del personal y el consentimiento de la transferencia de las licencias detentadas por CW Comunicaciones S.A. Todo ello fue ejecutado soslayando la necesaria intervención de los renunciantes, quienes de tal modo han sido virtualmente privados del ejercicio legítimo de sus derechos, deberes y funciones con arreglo a la ley….”la realización inconsulta, y por ende irregular, de tales actos no le habilita otra alternativa que la renuncia a su cargo”. Expresándose en igual sentido el Dr. Cambré, adhiriendo a todos los dichos de Bazán. Las renuncias fueron finalmente aceptadas, dejándose expresa constancia que las mismas fueron acordadas con anterioridad, por lo que no revisten el carácter de dolosas ni intempestivas. Se dispuso acto seguido comunicar lo sucedido a Patrick Mc Govern, presidente de la sociedad, para que tomara las medidas del caso y no dejara acéfala a la sociedad. Se dejó a su vez constancia que Rubén Argento seguiría como Gerente general de la compañía para los trámites normales. 
             Informó la experta que Argento no percibía ningún tipo de retribución o dividendos (fs.2167, punto 16). También indicó que el mismo no poseía acciones en la sociedad CWSA, y que firmaba en algunas oportunidades como representante de CW Comunicaciones Inc. El 2 de marzo del 93, el mismo fue elegido director titular (ver, asimismo, fs.2174/2176). 
            Ratifica también la experta la falta de firmas en los libros inventario de todos los balances, salvo el año 93 (vs.2167vta.). Señala la ausencia de registros horarios (ver fs.1778, punto 6).

            En relación con los aportes, refiere que le fueron exhibidos formularios 931 AFIP del 96 al 2001. Señala que hasta mayo del 98 inclusive, correspondía el formulario 902. Hasta noviembre del 99 inclusive, el formulario 924, y desde diciembre del 99 el 931. No se le exhibió documentación sobre los aportes sindicales y de obra social (fs.1778vta).
               No le fue posible responder si se registran directivas provenientes de IDG, y otra empresa del holding, puesto que no le fue exhibido el libro de actas (fs.1779, punto 14). Así como tampoco puede informar si IDG Inc. es o fue accionistas de CW Comunicaciones S.A., puesto que no surge de los balances que tuvo a la vista la información, no siéndole exhibidos el resto de los libros solicitados por la Dra. Paula Duprat (fs1779vta., punto 5).

                 A fs. 1881/1884, la experta informa puntos de pericia solicitados por CW Comunicaciones S.A., verificando libros contables y laborales. Constata irregularidades en el libro inventario nro:4 (mal estado y arrancamientos), datando el último balance firmado al 30 de setiembre del 93, suscripto por la contadora Charyton. Reitera la denuncia de extravío.

                En el libro del artículo 52 que la firma le exhibiera, el rubro que figura es el de publicación de revistas, para pasar luego a publicación sin imprenta (ver fs.1882).

                De libros surgen registrados Mena (1/2/89, secretaria de redacción), Esternik (1/4/96, coordinadora de proyectos especiales, área publicidad), Pieroni (1/10/01, administrativa, área redacción). 
              La perito contador procede a brindar explicaciones de viva voz a fs.2400/2401 Con relación a la respuesta al punto 1 de la pericia inicial, la misma ratifica, con exhibición de la documentación, que en el libro del artículo 52 de la LCT, la empresa Computer World de Argentina figura como rubro “publicación de revistas”, mientras que en los libros posteriores aparece como “publicación sin imprenta”.
                En relación a la impugnación formulada en el punto III c) de fs.2210, y la presentación del 19 de agosto del 2004, punto XII, último párrafo, el punto 2 del escrito de fs. 2004, puntos2,3,4,6 del escrito de fs.2207, pidió un plazo para expedirse. Y, en cuanto a las impugnaciones de Argento, acompaño documentación respaldatoria.

              También se le asignaron cinco días para responder a las observaciones VII, de fs.2208vta. y para responder el punto VIII, así como para que responda la impugnación IX, de fs.1208-I, y XIII, de fs.2208-I vta.,.
               A fs.2404/2405vta. la experta informará la mejor remuneración de los actores, y que el ingreso de Mena tuvo lugar el primero de febrero del 89, el de Pieroni el 2 de mayo del 94, el de Esterkin el primero de abril del 96 y el de Contreras el primero de octubre del 2001.

               Ubica a Pieroni y a Contreras en el área de redacción, el uno como asistente de diagramación y la otra como administrativa.
               Confirma que del libro de actas y asamblea surge que en todos los ejercicios se resolvió “no votar honorarios directorio y sindicatura”, lo que se traduce en que no hubo pago alguno por dichos conceptos en favor de los doctores Orts, Bazán y Cambré . Por el contrario, sí figuran pagos en favor de  Argento, por el cargo de gerente general. Registra, asimismo, una designación de director titular por diez ejercicios. 
                  A su vez, el Boletín Oficial publicó el 24 de octubre del 2004, la constitución de IDC Argentina S.A. (ver fs.2516), integrada por dos accionistas colombianos: Carlos Hernán Villate Santander y Juan Carlos Villate Rivera. Quedando fijado el primero de noviembre su objeto social (ver fs.2517) en: “dedicarse por cuenta propia o de terceros, o asociada a terceros, en cualquier parte de la república o del extranjero, a la prestación de toda clase de de servicios y actividades de consultoría, publicidad y/o distribución, en las áreas de tecnología, telecomunicaciones, información, comunicación, industria y/o  comercio….”(ver fs.2518).
             La Inspección General de Justicia informa a fs.2682/2698 que la creación de IDC Argentina se perfeccionó el 20 de octubre de 2004.
              La Sra. titular del juzgado 42, remite fotocopias certificadas a fs.2520/2528, de una publicación de IDG International Data Group, identificada como Business Unit Directory 2001. Este directorio luce las diferentes IDC (ver índice de fs.2522, en donde se anuncia “IDC, 69”, y las IDC que lucen a fs.2523, en la página 74 del directorio).
               Asimismo, luce a fs.2524, una publicación identificada como IDG World Update (es decir, una actualización), que firma Bob Magnusos, como presidente de InfoWorld. En esta publicación aparece una foto de Patrick McGpvern, como chairman de IDG, junto con Reinelle Hicks de InfoWorld.

                En la foja siguiente, de la misma publicación (fs.2525), figura la foto de Alan Guibord, CEO de Computerworld. En la foto inferior, se ubican, entre otros, a Rubén Argento, identificado como “general manager “de CW Comunicaciones Argentina y a Ciro Villate como director y socio colombiano de Inviarco, todo ello en el marco de la “IDG managers at Latin American Exchange 2001”.
                 En grisado, en la misma página, aparece la explicación de dicho evento, bajo el título “IDG Global solutions, IDC team up for Latin America Exchange 2001” (equipo IDC para Latinoamérica). Luego, a fs.2526 se hace alusión a la IDG Expo, refiriéndose a la “IDG family”, señalando que “que como tales, nosotros tenemos increíbles recursos en la forma de remarcable investigación y colaboración con IDC, y nosotros trabajamos cercanamente con una cantidad de publicaciones de IDG”.
             A fs. 2538/2604, la parte actora acompaña documentación para el hecho nuevo extraída de internet, certificándola por medio de escribano a fs. 2651/2651vta. (ver fs.2610/2650 y fs.2652/2652vta.

            Corrido traslado a la contraparte, la misma lo califica como un confuso derrotero por internet, que no permite establecer la identidad entre IDC Argentina S.A. y CW Comunicaciones SA, tratándose en cambio de un recurso para alterar el objeto del juicio (fs. 2676/2677).

            Concretamente, surge de fs.2575, en una página identificada como de IDG, la siguiente información: “con más de 300 publicaciones en 85 países, leídas por más de cien millones de personas, cada mes, IDG es la editora líder en el mundo en revistas y diarios de computación, incluyendo a PC World, Computer World, Info World, CIO, Mcworld y NetWorld”. 

             En la misma página, y con un logo semjante, aparece información de IDC. Entre otras, ver fs.2578 en donde dice “contacto IDG Worldwide”, para señalar acto seguido “IDC Argentina”.

            Ver, en particular, en los márgenes superiores de fs.  2575, 2577, 2578, el logo de IDG acompañado con la imagen de la serie de revistas y publicaciones en distintos idiomas, en particular se identifican Info World, NetworkWorld, DigitalWorld  y PCWorld.

           De fs.2570 surge Computer World como una unidad de negocios de IDG, así IDG World Update, NetWork World Inc., PC World Communications Inc.    
              Finalizada la síntesis de la prueba rendida, estamos en condición de abordar el primer conjunto de cuestiones, vinculadas todas ellas con las irregularidades invocadas por los trabajadores.
             La prueba ha sido arrolladora al establecer la existencia de pagos en negro (efectivizados personalmente por Argento, ver las declaraciones de Goffman, Cimino, Sans y Atala, que si bien son testigos de los actores, resultan claramente contestes, encontrando curioso que la testigo de Argento, que era nada menos que la contadora de CW SA, Charyton, diga que “que ella sepa” no había pagos en negro, pero que los mismos se efectuaban en privado a puertas cerradas), como también que los salarios y las fechas de ingreso son los denunciados por los demandantes.

             En esto, no puede favorecer a CW SA ni a los co-demandados, así como tampoco puede hacerlo la falta de precisión en establecer cuál hubiera sido la fecha correcta, ni el salario real (recordemos que  simplemente se remite a lo que surja de los registros, que no solo tienen un valor relativo dada la unilateralidad de su confección, sino que además presentaran las deficiencias), ni los beneficia el extravío de documentación clave informado por la perito contador (gran parte de los legajos, entre ella).. En cambio, los trabajadores prueban mediante la testimonial lo que afirman.

               Esto implica que, cuando intimaron por la regularización estaban en todo su derecho a hacerlo, deviniendo irrazonable la pretensión patronal de que, cuando suscribieron el acuerdo ante el Ministerio de reducción horaria (salarial en definitiva), consintieron los datos sobre ingreso, salario y categoría que allí figuraban. 

              Digo así porque es inválido el acuerdo de renuncia en sí mismo, como toda afirmación en los mismos relativa a fechas de ingreso, horarios y salarios, que se oponga a lo acreditado en estos actuados, dado el imperio del principio de la realidad. Primero, precisamente por esta última y fundamental razón y segundo, porque campea aquí el principio de la irrenunciabilidad de derechos. 

               Tengo reiteradamente dicho que, para el derecho del trabajo, aún cuando libremente el dependiente haya querido acordar una cláusula, la misma carecerá de efectos cuando “suprima o reduzca los derechos previstos en la LCT, los estatutos profesionales o las convenciones colectivas, ya sea al tiempo de su celebración o de su ejecución, o del ejercicio de derechos provenientes de su extinción” (art.12 LCT).

               Es que cuando “negocia” las condiciones de su contrato, así como a las modificaciones del mismos, el trabajador solo “adhiere” a los términos impuestos por el empleador.

               Ahora bien, cuáles derechos resultan irrenunciables?. Hasta “Bariain” (CNAT, Sala VI, 14 de mayo de 1985, in re “Bariain, Narciso Teodoro c/ Mercedes Benz Argentina S.A.s/ despido”) aparecía como la interpretación mayoritaria del artículo 12 la que lo entendía relativo a cierto tipo de cláusulas y de determinada fuente. Por lo tanto, solo eran irrenunciables los mínimos derivados de la ley los estatutos y las convenciones colectivas (Etala, Carlos Alberto. “El orden público laboral, la revisión del contrato y el vicio de lesión”. LT, XXXIII, pág.561).
               En mi opinión, una interpretación como esta implicaría dos vicios diferentes. Por una parte el de redundancia, puesto que no es posible concluir que el artículo de marras es la sanción del antecedente que reza “el orden público laboral es indisponible”, previendo la nulidad para quien así lo acuerde, puesto que esta función ya le fue reservada en forma expresa al artículo 7 cuando prohíbe el pacto de condiciones “menos favorables” para el trabajador que las previstas en la ley, convenciones y laudos con fuerza de tales.

             Por lo tanto, cuando en la lectura de la LCT llegamos al artículo doce ya conocemos qué se entiende por orden público laboral y a qué ha de atenerse quien lo viole, razón por la cual no podría estarse refiriendo a la misma cuestión.

                 De este modo nos encontramos con el segundo vicio: circularidad. Si entendemos que el artículo doce prohíbe todo acuerdo contrario al orden público laboral cuya violación, a su vez, está prohibida, no estaría agregando nada nuevo. 

                  Por el contrario, en“Bariain” la Sala VI de la Cámara interpretó que también eran irrenunciables los derechos que estaban por encima del mínimo pero que tenían por origen el contrato de trabajo, retocando así la teoría tanto en relación con la fuente cuanto con la naturaleza de los derechos.

                  Una interpretación como ésta no puede admitir convalidación a posteriori, por lo cual el hecho de que el trabajador afectado no intime ni haga denuncia de su contrato no podría implicar su novación. Esta fue la razón por la cual se falló en forma favorable en aquélla causa y en la más novedosa, “Velazco” (CNAT, Sala VI, Sd.49959, del 14/10/98 in re “Velazco, Héctor Domingo c/ Celulosa Jujuy S.A. s/despido”, voto de la mayoría Drs. De la Fuente y Fernández Madrid). 
                 Para así resolver opera el artículo 58 de la LCT que no admite presunciones en contra del trabajador, lo que se compadece en un todo con el contenido del mentado artículo doce. Por lo tanto, la primera regla será que la carga de la prueba pesa sobre el empleador.

                 Ello en razón de que el mero silencio no puede ser prueba válida, en especial ante el marco económico que a todos envuelve. Nuevamente el artículo 58 nos orienta al decir que nada puede presumirse del silencio, solo de actos que impliquen un comportamiento inequívoco. ¿Podrá entonces la patronal invocar útilmente que el trabajador consintió puesto que, reconocida la deuda sin ser saldada y y disminuído el salario, permaneció trabajando?.

                 Aquí la interpretación se torna también muy farragosa y no puede ser realizada en forma aislada, tanto del Código Civil, cuanto de la propia LCT. En el código se receptan dos formas de manifestar el consentimiento(art.1145), la expresa y la tácita. En el primer caso se cuentan la manifestación verbal, por escrito o por signos inequívocos; en el segundo los hechos o actos que lo presupongan o autoricen a presumirlo “excepto en los casos en que la ley exige una manifestación expresa de voluntad”, o que las partes hubiesen estipulado alguna formalidad tal fin.

             Si bien analizamos en el caso la posibilidad de renunciar a los mejores derechos adquiridos por acuerdo contractual, lo hacemos desde la hipótesis de que la propia ley estaría objetando esta conducta, por lo que resultaría contradictorio admitir la última excepción: no pueden ser las propias partes las que estipulen la no obligatoriedad de sus estipulaciones.

             Esto nos deja en el punto anterior: los actos o hechos del trabajador no pueden ser considerados “inequívocos” sin más, presumiendo desde ellos una aceptación, cuando la ley exige una manifestación expresa de la voluntad. Y es aquí donde complementa el análisis la ley de contratos, reclamando precisamente este tipo de expresión: el artículo 15 nos dice que todo acuerdo transaccional, conciliatorio o liberatorio sólo será válido cuando medie intervención de la autoridad judicial o administrativa, así como resolución fundada que evalúe la justa composición de derechos e intereses (CNAT, Sala IV, Sd.83.649, del 30/4/99, in re “Kraisman, Alejandro Gabriel c/ Vilguad S.A. s/ despido”, del voto del Dr. Lasarte, en mayoría).   

                En el caso, es evidente que en la actuación ministerial ninguna de estas previsiones fue efectuada, puesto que los trabajadores estaban renunciando ya no solo a lo que surgía del contrato, sino también del estatuto que los comprendía (como veremos más adelante), sin que se haya contemplado suerte de compensación alguna, para el caso de que pudiese ser admitida.
               Si la jurisprudencia ha dicho que “el fallo plenario 137, ¨Lafalce, Angel c/ Casa Enrique Schuster S.A´.......fue dictado ya hace veintiocho años y tendría que ser revisado a la luz de las disposiciones de la ley de contrato de trabajo cuyo artículo 15 establece exigencias precisas para la conciliación y de toda una normativa que fortifica el orden público laboral y que impide la irrenunciabilidad de los derechos” (CNAT, Sala VI, Sd.50.257, del 18/11/98 in re “Panelo, Héctor Armando c/  YPF s/ accionario obrero”. Dr. Fernández Madrid, por la minoría), mal podría tener valor en perjuicio de los trabajadores una renuncia como de derechos como la discutida.
             Miremos el fenómeno de la renuncia desde sus dos frentes. En el caso de Velazco, durante casi veinte años la empresa armó su esquema en base a su reajustado contrato, sin que aquél hiciese ningún reclamo, por lo que era lógico suponer que a su egreso nada podría reclamar en relación con aquélla pretérita situación.

              Pero si enfocamos la cuestión desde el lado del trabajador (a lo que la naturaleza protectoria de nuestro derecho nos obliga), también podemos ver que la opción en la que se encontraba el trabajador era diabólica, como lo fue para los actores, si no aceptaban las reducciones, se exponían a perder su trabajo (CNAT, Sala III, in re “Casterán, Gustavo y otro c/ Raña de Veloso”, 30/8/85).

               Hemos llegado a un punto en donde este do ut des leonino no debe ser sospechado, es explícito. Así llegó a pretenderse que tuviera plenos efectos un acuerdo de rebaja salarial sin que fueran disminuidas ni las obligaciones ni la carga horaria, a cambio de una promesa de estabilidad que, de no ser cumplida, no tenía prevista ninguna sanción adicional (CNAT, Sala III, Sd.78.965, del 26/5/99 in re “Groba, María Andrea c/ Instituto Independencia S.R.L. s/ despido”). Esta grosera desproporción llevó a los jueces a decretar la nulidad del acuerdo y condenar al pago de las diferencias. 

                  Porque si bien la “autonomía de la voluntad” debe tener como regla interpretativa la buena fe de las partes, es para el derecho del trabajo (donde la primacía de la realidad es un principio capital) que resulta en particular relevante considerar lo que “verosímilmente entendieron o pudieron entender los firmantes, obrando con cuidado y previsión, arts.1198 Cód. Civil y arts.63 y ccs. de la LCT, CNAT, Sala IX, Sd.del 17 de setiembre de 1998, in re “Maller, Gustavo Sergio y otros c/ YPF s/ accionario obrero”). Porque no siempre la hipótesis es de que el trabajador “no ha comprendido los alcances del acuerdo”, muchas veces nos encontramos con empleados superiores de alta capacitación, como en la especie, donde el trabajador comprende perfectamente que si no acepta, pierde la fuente de trabajo.

              En este mundo globalizado es razonable presumir que el trabajador no obra siempre con su libre voluntad, sino que la misma está viciada por la necesidad de preservar su empleo por lo que “resulta innecesario abundar sobre las dificultades que se presentan en la actualidad y desde hace tiempo en el mercado laboral, y resulta de toda lógica que quienes lo han logrado se allanen a requisitorias indebidas para mantener su fuente de trabajo (CNAT, Sala VIII, Sd.27.136, in re “Marini, Patricia c/ Indicom S.A. y otro s/ accidente”, voto del Dr. Billoch Caride, por la mayoría). 

             ¿Cómo evaluar entonces los acuerdos?, ¿cómo definir que sus términos resultan justos y equitativos?, que han sido efectivamente queridos por el trabajador y ¿cómo interpretar el silencio a lo largo del tiempo?.

                 En relación con los contenidos, la regla del perjuicio es clara (CSJN, Z.275.XXXII, recurso de hecho, “Zorzin, Víctor Rubén c/ YPF S.A.): como en todo planteo de nulidad es fundamental su invocación y prueba, traducida en la especie en la desproporción de lo obtenido a cambio por la renuncia. Así, una rebaja –que siempre respete los mínimos inderogables- que se vea compensada con otro beneficio puede ser aceptable, pero nunca puede ser prenda de cambio la continuidad del vínculo laborativo. Y es en este punto en el que se deben extremar los cuidados, y en donde se ve con toda claridad la necesidad de que los acuerdos sean celebrados ante una autoridad que los evalúe (no como un mero trámite), puesto que nunca aparece explícita aquella consecuencia.

               En el caso de autos, esta evaluación concreta de qué se podía renunciar sin violar las previsiones del artículo 12 de la LCT, y la ponderación de costos y beneficios, brilla por su ausencia.
              En cuanto a qué habrá de entenderse por “tiempo suficiente para entender que la situación ha sido consentida” (CSJN, fallos:255:117), pues tampoco es solo una cuestión “temporal” –valga-puesto que también debe ser considerada en relación con la naturaleza del intercambio acordado y sus circunstancias.

               Sabiamente el legislador, en claro reconocimiento de las diferencias propias de la contratación laboral, ha previsto un plazo prescriptivo corto que acuerda movilidad a las vinculaciones (art.258 de la LCT), pero que a su vez permite que el trabajador reclame cuando su fuente de trabajo no corre riesgos. 

               Por lo tanto, no sería dable interpretar asertivamente su silencio antes de agotada la bianualidad (CSJN, 12/3/87, LT XXXV, pág.699, in re “Padín Capella, Jorge D. C/ Litho Formas S.A). Esto convierte en indiferente el tiempo transcurrido en ejercicio de las condiciones minoradas, es solo relevante una vez que el vínculo ha concluido. Mientras permanece el vínculo vigente mal podría aceptarse la tesis de que, si tuvo el tiempo suficiente para consultar a un abogado, su silencio debe ser interpretado como una aceptación, puesto que esto no necesariamente significa “estar de acuerdo” con las nuevas condiciones, sin con la conveniencia de no perder el empleo por no aceptarlas.
               De todos modos, en la especie se ha probado que los actores reclamaron en todo tiempo por la serie de irregularidades de que eran objeto, y que inclusive lo hicieron son sus compañeros.
               En una posición aún más protectoria, se entendió que la excepción de “comportamiento inequívoco” a la que alude el artículo 58 de la LCT, solo podría estar referida a la renuncia al empleo (Justo López, Centeno y Fernández Madrid, “Ley de Contrato de Trabajo Comentada” T.I. Citado en la causa Kraisman), de modo que las novaciones objetivas del contrato de trabajo nunca podrían ser ratificadas de este modo. 

              Esta interpretación encuentra amparo a la luz de los artículos 229 y 241 de la LCT que, tanto para la cesión del personal cuanto para la extinción del contrato por voluntad concurrente, reclaman formalidades. Por la primera, la aceptación por escrito y expresa del trabajador destacando la jurisprudencia que la misma no puede ser concluida por inferencias o presunciones, solo salvable por confesión judicial expresa (CNAT, Sala X, Sd.5431, del 28/12/98 in re “Marucci, Norberto César c/ Consorcio de Propietarios del Edificio Suipacha 1359 s/ despido). Por la segunda, la formalización mediante escritura pública o ante la autoridad judicial o administrativa del trabajo, aunque acepta un “comportamiento concluyente y recíproco de las mismas, que traduzca inequívocamente el abandono de la relación”, que sería la hipótesis del artículo 58.

            Todo lo dicho resulta plenamente aplicable a los actores, puesto que por más que fuesen empleados de alta capacitación técnica,  quedaban expuestos como cualquier trabajador al hecho de que, si no aceptaban la quita, perdería su trabajo. 

              Precisamente, esa especial capacitación les permitía advertir con mayor claridad seguramente el riesgo al que se exponían, en un mercado laboral deprimido: el que no acepta las reglas de juego, lo más probable es que quede en la calle definitivamente, o en un trabajo muy por debajo retribuido.De modo que los acuerdos celebrados  resultan nulos.
                La otra cuestión que estamos discutiendo, es si el encuadramiento de los trabajadores era adecuado, porque de no serlo, se generarían además diferencias salariales. 

              Al respecto, en un criterio que comparto, tiene dicho la jurisprudencia que lo que define es la naturaleza de la labor que se cumple, no la de la empresa en sí, fijándose de este modo si el trabajador queda comprendido en el estatuto o no. Porque, recordemos, la defensa en el caso es que CW SA tenía una actividad comercial y publicitaria, ubicada en el ramo de editorial sin imprenta, dedicada a la publicación, distribución y venta de material técnico y publicitario de computación, que a alejaba a sus empleados del estatuto del periodista..
           Por su parte, Mena dijo ocupar la secretaría de redacción, Esterkin ser gerente de proyectos especiales (notas de investigación), Pieroni diagramador y Contreras redactora.         

           Efectivamente, la jurisprudencia sostuvo que “es periodista profesional quien realiza en forma regular tareas en publicaciones diarias o periódicas, agencias noticiosas, informativos y noticieros periodísticos televisivos o filmados, recibiendo por ello una remuneración. Es la naturaleza de la labor que cumple el trabajador lo que determina la operatividad del estatuto y no el carácter de la empresa dadora de trabajo – que puede ser periodística o no  (en sentido análogo ver sent. 52013 del 30/4/86 in re “Cobbe, Fabián c/ Feria Internacional del Tráfico SRL” de esta misma Sala).CNAT Sala I Expte n°13398/00 sent. 81590 13/4/04 “Alvarez, José y otros c/ MLS SA y otro s/ despido”).

            En igual sentido, se ha dicho que “a fin de determinar la calificación profesional de acuerdo a las distintas categorías que surgen del artículo 23 de la ley 12908 hay que atenerse a la modalidad de las tareas cumplidas, con prescindencia de la denominación dada al periodista en sus relaciones con el público. En el caso, el accionante redactaba gacetillas para luego enviarlas a otros medios de prensa, colectando la información de los distintos sectores del canal, también concertaba entrevistas y era el encargado de las conferencias de prensa. Por todo ello, que quedó acreditado en la causa, se debe concluir que la actividad del actor era de índole periodística.(CNAT Sala III Expte n° 46583/90 sent. 74457 18/7/97 “Arcucci, Ricardo c/ ATC Ls 82 TV Canal 7 s/ despido”)..

          “La aplicación de la normativa específica se vincula con las tareas reales y las funciones que desempeña el trabajador, y sin perjuicio del CCT de la respectiva actividad -cfr. “Tratado de Derecho del Trabajo” dirigido por Vazquez Vialard, Ed Astrea Tomo I, pág 301/302- (CNAT Sala VII Expte n° 15466/02 sent. 37502 7/5/04 “Aulita, Pablo c/ Pramer SCA s/ despido”).

             “Aún cuando la empresa no sea periodística en el sentido que su actividad principal no sea ésa, ello no obsta a la aplicación del Estatuto previsto por la ley 12908, pues ésta no toma en cuenta tal circunstancia para fijar el ámbito de aplicación, tampoco condiciona la adjudicación de sus normas a un determinado tiraje de la publicación o a que su difusión alcance a ciertos sectores del público. La única salvedad que descarta su aplicación es que no se consideran periodistas profesionales a quienes intervienen en la redacción de diarios, periódicos o revistas con fines de propaganda ideológica, política o gremial, sin percibir sueldos (art. 2 de la ley 12908).CNAT Sala III Expte n° 11064/99 sent. 82450 20/7/01 “Perez, Andrés c/ Instituto Argentino para el Desarrollo Económico IADE s/ despido”).              

            “Para la aplicación del Estatuto del Periodista no es necesario que la empresa que hace la publicación tenga por objeto principal y exclusivo la actividad periodística, sino que alcanza con que sólo en parte lo sea, toda vez que el estatuto no establece tal circunstancia para fijar su ámbito de aplicación. Si la publicación contiene más de una sección de neto corte periodístico y no es de aparición eventual, no existe obstáculo para el encuadramiento aludido. En el caso, si el actor se desempeñó como diagramador de una publicación periódica de la demandada, corresponde en principio aplicar las disposiciones del Estatuto del Periodista, sin perjuicio de que la empresa no tenga tal carácter, máxime que no se discute en el caso que tales publicaciones fuesen de contenido informativo” (CNAT Sala X Expte n° 9998/00 sent. 10804 28/6/02 “Calvo, Alberto c/ Adelco Acción del Consumidor Asociación Civil s/ despido”).

           “Aún cuando la actora realizara “escuchas de radio y grabaciones”, la índole periodística de la actividad de la empresa permite, por sí sola, calificar – dándole el mismo sentido- a la tarea desarrollada por la accionante. En el caso, se trataba de una empresa que brindaba un servicio informativo para instituciones u otras empresas que consistía en recoger información pública en función de lo solicitado por el cliente y enviarlo diariamente a sus suscriptores. Que la publicación reuniera información general y que ésta fuera remitida a la totalidad de los suscriptores de manera diaria, son dos aspectos determinantes que en el caso específico habilitan para que se reconozca que la referida publicación cumple con la finalidad de “propalar o exhibir información” tal como lo indica el art. 2 primer párrafo última parte  de la ley 12908” (CNAT Sala V Expte n° 18176/01 sent. 66709 29/9/03 “Simonutti, Marcela c/ Ejes SA s/ despido”).
           “El régimen de la ley 12908 comprende a todos los trabajadores que cumplan tareas periodísticas, como es el caso del actor quien realizaba fotografías y realizaba tareas con la supervisión de la demandada, a cambio de una remuneración mensual. Esto es, al margen de la actividad que desarrolle el empleador, sea periodística o no.CNAT”(Sala VI Expte n° 25964/00 sent. 56790 30/12/03 “Juarez, Angel c/ Fundación Soldados S/ despido”).

             “Ante la instrumentación del vínculo que pactaron las partes (contratos de locación de servicios) debe descartarse la relevancia del mismo para excluir la real calificación que corresponde otorgar a la relación, especialmente porque el principio establecido en el art. 81 de la ley 12908 impone que “las disposiciones de esta ley se declaran de orden público y será nula y sin valor toda convención de partes que modifique en perjuicio del personal los beneficios que ella establece”. (CNAT Sala IX Expte n° 22758/02 sent. 11926 29/10/04 “Salomone, Francisco c/ Sistema Nacional de Medios Públicos SE s/ despido”).
             “No obsta a la inclusión dentro del ámbito de aplicación del estatuto del periodista el hecho que la actora no hubiere obtenido carnet profesional, pues “cuando por las leyes, estatutos profesionales o convenciones colectivas de trabajo se exigiere algún documento o licencia o carnet para el ejercicio de una determinada actividad, su falta no excluirá la aplicación del estatuto o régimen especial, salvo que se tratara de profesión que exija título expedido por la autoridad competente (art. 51 L.C.T.)” (C.N.A.T. S.III. S.D. 87.851 del 16/06/2006. Exp. 24.812/2004. “ADRAGNA, Sandra Verónica c/LATIN AMERICAN ART S.R.L. y otros s/despido”).
               “Cuando la empresa tiene como actividad principal la edición de periódicos, revistas y publicaciones, es claramente una empresa periodística. Por lo tanto, quien como en el caso, figuraba en el “staff” ejerciendo funciones de diagramadora de páginas (art. 23 inc. J ley 12908), se encuentra encuadrada en el marco del estatuto del periodista profesional” (Jnt  N° 33  Expte N° 35162/02  Sent. N° 11733 Del 14/03/05  “Macchi, Melania Carolina C/ Avilacab S.A. Y Otro S/ Despido”).

             En el marco de estos criterios, concretamente, se prueba que CWSA era una editorial sin imprenta especializada en informática, tecnología y telecomunicaciones, y que  también se hacían ediciones extra, por algún tema en boga.  Era por lo tanto  una editorial de informática y comunicaciones, hacía redacción, comunicación y publicación de material al respecto, diarios, guías, catálogos, revistas y también se organizaban eventos. 
             Se editaban publicaciones como Computer World (en principio fue quincenal, y tenía a veces tiradas especiales), PC World (mensual), PC Users, Info World, la guía anual de informática, el catálogo anual de soft, y a veces publicaciones a pedido.  
            En suma, era una editorial de informática y comunicaciones, y se hacía la redacción y publicación del material relativo a esos temas. Asimismo se acredita que IDG Inc. es una empresa que hace libros y publicaciones  
            De modo que mal podría sostenerse que, por el hecho de que se tratase de una editorial sin imprenta, no fueran las publicaciones el fuerte de CW S.A., y de la controlante.

            Como claramente lo informa el dueño de la impresora o imprenta, Formularios Carcos SRL el Sr. Costa, él recibía la película vegetal, con todos los formatos, diseños, notas y demás, de las diferentes publicaciones de CW S.A., y luego las imprimía a gran escala, lo que no podía hacerse en el reducido espacio de las oficinas de la primera, con sus pequeñas impresoras.

                 A esto cabe sumarle las tareas concretas de los actores, veamos: MENA, era secretaria de redacción que, como tal, redactaba, corregía, ajustaba las notas para los espacios de las publicaciones, realizaba entrevistas, cubría eventos, iba a conferencias de prensa y presentación de empresas. Esterkin, era gerente de proyectos especiales, armaba publicaciones especiales, organizaba eventos, entrevistas, diagramaba revistas especiales  encargadas por las empresas,  realizaba entrevistas, recababa información para publicar en las revistas, trabajando también en las áreas de publicidad y ventas. Pieroni, era diseñador gráfico, ocupado del diseño gráfico y la diagramación del diario, revistas y folletos, estaba en fotomecánica, en donde se imprimía el papel vegetal,  también en los eventos ayudaba con el diseño para las invitaciones, las credenciales. se encargaba de todo lo que fuera diseño, armado de folletería, de impresiones, se le encargaba el material de las promociones  para llevar a las empresas, enviaba los mails generales con artículos promocionales y con las publicaciones virtuales que tenía la editorial y, finalmente,  Contreras era redactora y desgrababa notas y redactaba, ayudaba en redacción, y tipeaba. 
              De conformidad con lo expuesto, asistió razón a los trabajadores para considerarse encuadrados en el estatuto del periodista, y para reclamar por el incorrecto encuadre como empleados de comercio, generándose de tal suerte en consecuencia, automáticamente, diferencias en su favor.

              En relación con la falta de trabajo y fuerza mayor, el tema que nos convoca obliga a una reflexión liminar, puesto que tanto doctrinaria cuanto jurisprudencialmente, la falta de trabajo y la fuerza mayor han merecido en nuestra disciplina dilatadas consideraciones.

           Así, tras una larga y pretoriana evolución que llevara a la ormativa a su estado actual, hoy se entiende que no es suficiente la existencia de una crisis general del sector y de una particular de la empresa afectada, sino que también es menester la invocación y prueba de las medidas adoptadas para superarla. Me explico: es innegable que, lamentablemente, hace tiempo que nuestro país sufre una severa crisis económica que todos los ciudadanos debemos afrontar. Luego, las empresas quedan inmersas en ese marco y, de acuerdo a la actividad y al manejo que hagan de sus negocios, padecerán o no una crisis particular. 
              Mas, antes de tornar operativo el artículo 247 de la LCT, cabe verificar si al caer en una falta o disminución de trabajo se han tomado medidas tendientes a superar la situación, tal como toma de créditos, publicidad, variedad en el emprendimiento, etc., de modo que no resulte el trabajador la primer y única variable de ajuste.

            Esto tiene su razón de ser en que el empresario busca una ganancia cuando realiza un negocio, de la que no participa al trabajador al que solo le debe su salario, de modo que resultaría por entero injusto que sí se lo incluya cuando no logra obtener el plus esperado luego de su aporte de capital.

            Así, tiene dicho la jurisprudencia que “en la actualidad se ha interpretado que ni siquiera una crisis general opera como eximente, puesto que ¨la falta o disminución de trabajo debe estar referida a una situación concreta ocurrente en la empresa por lo que no prueba la existencia de aquel extremo la crisis general. No constituyen fuerza mayor las dificultades económicas, aunque alcancen a la generalidad de las actividades y asuman forma de crisis, debiendo considerarse que la actividad del empresario es fuente de riesgos que él debe soportar, a este respecto cabe agregar que la institución de la fuerza mayor, tal como la concibieron originariamente el Derecho Comercial y el Derecho Civil, no es aplicable al Derecho del Trabajo, siendo la norma una excepción al principio de ajenidad del riesgo de la empresa, que constituye una de las características de la relación de dependencia. El trabajador subordinado no participa, en principio, en los riesgos de la empresa; no es socio del empleador en los riesgos o pérdidas del negocio, como no lo es en las ganancias. No participa en los resultados de la gestión empresaria, pues las viscisitudes de todo negocio incumben al dueño ¨ -cfr.R. García Martínez, en LT XXVII, p.868-; Sala III, Sent. Def. 70.923 del 16/2/96 y Sala II, 29/12/89, in re “Galarza, Edmundo G. y otros c/ Dragados y Obras Portuarias S.A.”; SIV, SD73.757, 22/2/95, in re “Cáceres, Rubén Alberto c/ E.T.A.R. SRL y otro s/ accidente”; SV, Sd.31/8/88, in re “Garis, Julio c/ Frigorífico Minguillón S.A.”, entre otras).

              En la especie, y como ve viera en el resumen probatorio, en actas de directorio sucesivas se va describiendo la crisis hacia el final del 2001, dado el deterioro del mercado que incidiera en la actividad de CW S.A. y en las restantes empresas del grupo, y se dice que se tomaron medidas, pero las mismas no pasan en lo concreto del auxilio económico brindado de IDG Inc. (como se verá más adelante, a la sazón, miembro del propio grupo económico), procurándose por el contrario la rápida retirada del único activo disponible (las marcas), hacia otra empresa del grupo (CW Inc).
             Esto no implica haber hecho lo posible para sortear la situación, sino profundizar la crisis apelando a miembros del mismo grupo económico para dejar exangüe el patrocinio de la empresa, en una estrategia que claramente, como lo dicen las referidas actas, optó por despedir a todo el personal para reducir los costos.

              A los trabajadores les ofreció el enviado desde las casas de EEUU, Krull, una indemnización escandalosamente exigüa, que dejaba además rubros sin saldar. Consecuentemente, es imposible considerar configurada la excepción prevista en el artículo 247 de la LCT 

             Analicemos ahora si, hacia el interior de CWSA, es necesario responsabilizar a los funcionarios co-demandados, y luego si lo es hacerlo hacia fuera abarcando a las otras sociedades, en la hipótesis del conjunto económico, que de existir corresponderá definir si se dieron las maniobras temerarias y la conducción fraudulenta.
              En el primer caso, no encuentro tan fácilmente conectable la responsabilidad del primer cuerpo de abogados, Cambré, Bazán y Orts. En lo que tiene que ver con los pagos en negro, así como con la forma en que tuviera lugar la disolución de los vínculos, se muestran conscientes de que dada su condición de funcionarios (vicepresidente Orts, directivo Bazán y de síndico Cambré, y socio de una muy mínima parte sin cobro alguno de dividendos), la carga de la prueba pesaba sobre ellos, dado que ante el conocimiento de alguna irregularidad, debían oponerse.

             Y esto parece haber sido así, al menos en lo que al despido irregular y la falta de pago de lo debido al egreso se refiere, tanto que para llevar la operatoria adelante, el  enviado de los EEUU (Krull), contrató a otro cuerpo de agregados, oponiéndose expresamente los abogados y directivos originarios a este obrar..

             También parece factible que de la transferencia del único activo de CWSA hacia la controlante en el extranjero, que eran las marcas de las publicaciones y que tuviera lugar antes del cierre de la misma, no fueron  ellos partícipes de la operación, llegando a ocultárseles información.

             En esto, toda la testimonial los favorece, puesto que los testigos no les atribuyen un obrar concreto, y sí en cambio lo hacen en relación con Argento (y Mc Govern, lo que trataremos luego) que como viéramos, no solo sabía de los pagos en negro, sino que era la porción del salario que se ocupaba de abonar personalmente.  
               También fue la persona que le solicitó auxilio económico a la controlante en dos oportunidades, y quien presenció la conversación de Krull con los nuevos abogados, en relación con la forma en que habría de llevarse a cabo la disolución de los vínculos.

              Si bien estamos ante una empresa muy chica, alrededor de 16 empleados, en donde resultaba por lo tanto prácticamente imposible no conocer la existencia de pagos en negro, esto podía resultarles ajenos a los originarios abogados de la firma que, siguiendo una suerte de costumbre, mantuvieran como ellos afirman la práctica de funcionar como directivos de asiento, quedando todo realmente en manos de Argento, las sociedades y sus directivos efectivos. Una vez más el principio de la realidad, avalado en la testimonial.
             Distinta por el contrario es la situación de Mc Govern, presidente de CWSA, de CW Inc. y chairman de IDG Inc., a la sazón, el verdadero dueño o persona principal en este esquema,  si tenemos en cuenta que el mismo la única excusa que ensaya es la de que la carga de la prueba no pesaba sobre él. Contrariamente, los antiguos abogados tuvieron presente esto, y trataron de demostrar haberse opuesto al obrar desviado, pues lo mismo debió haber hecho Mc Govern, en vez de desconocer toda responsabilidad que el derecho argentino coloca en su cabeza, y también el de su país, como lo veremos más adelante.
             Asimismo intenta desobligarse con el argumento de que, como residía en el extranjero, él no administraba y reposaba en los directivos de  CW SA. y en el gerente general Argento. Sin embargo se prueba, más allá de la responsabilidad de este último (que debió haberse opuesto a directivas contrarias a la ley y no lo hiciera, o al menos haber dejado sentada su disconformidad, dada su condición de directivo y gerente general), que ciertamente cumplió las órdenes que llegaban desde EEUU, en donde sí residía Govern de manera regular. 

             Tampoco lo puede favorecer la afirmación que “de haber habido pagos irregulares”, no le fue informado. La irregularidad de los pagos en negro no se le podía escapar, porque era una estrategia empresaria dispuesta por sus propias corporaciones, y tampoco se le podía escapar la prohibición de efectuarlos, puesto que el derecho se reputa conocido en nuestro sistema normativo.

             Además, Mc Govern vino al país varias veces, y no solo por esto, sino por las cartas e intimaciones que le dirigieron los trabajadores, debía saber que algo irregular estaba sucediendo.

             En el punto, los asertos de la contadora de la firma, Charyton, son definitivos, encargada como estaba de la auditoria interna y vinculada a la externa (puesto que debía pasar los datos contables al exterior), al decir que la información que utilizaba no pasaba por Cambré, Bazán y Orts, y que en cambio sí lo hacía por Argento, la controlante y, en consecuencia, por McGovern. Es más, debía ajustar su auditoría a los esquemas que provenían de Londres y EEUU..
            Consecuentemente, el fundamento normativo para liberar de responsabilidad a Orts, Bazán y Cambré (ver, asimismo, fs.2913) y abarcar en cambio a Mc Govern y Argento, surge de la Ley de Sociedades Comerciales. 

           Tengo dicho reiteradamente al respecto que,  si la forma societaria deviene en un recurso detrás del cual los particulares se esconden para medrar con sus beneficios, sin dar nada a cambio, burlando a la comunidad que ha creído en ellos, lo técnicamente correcto es el descorrimiento del velo y que la responsabilidad sea completa, como lo fue en sus orígenes.

               Sigo en esto la reforma de la ley de sociedades comerciales, aunque sin dejar de observar que el entramado normativo aceptaba la teoría del disregard merced a la labor pretoriana de los jueces, aún antes.

               Así, los dos primeros párrafos del artículo 54 que fueron mantenidos por la 22.903 refieren, en el artículo 54, que “el daño ocurrido a la sociedad por dolo o culpa de los socios o de quienes no siéndolo la controlen, constituye a sus autores en la obligación solidaria de indemnizar, sin que puedan alegar compensación con el lucro que su actuación haya proporcionado en otros negocios.

           El socio o controlante que aplicare a los fondos o efectos de la sociedad a uso o negocio de cuenta propia o de terceros, está obligado a traer a la sociedad las ganancias resultantes, siendo las pérdidas de su cuenta exclusiva.
           El siguiente y último párrafo, fue agregado por la reforma y dice: Inoponibilidad de la personalidad jurídica. La actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extrasocietarios, constituya un mero recurso para violar la ley; el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de terceros, se imputará directamente a los socios o a los controlantes que la hicieron posible, quienes responderán solidaria e ilimitadamente por los perjuicios causados.

             Resulta interesante la distinción entre los dos primeros párrafos y el último, que es el  vinculado con el tema del disregard. En ellos el sujeto activo es la sociedad que, en el primer caso, se ha visto perjudicada por el accionar intencional de sus socios o controlantes. En cambio en el segundo ha perdido una oportunidad de ganancia, a pesar de correr con las pérdidas.

             En el tercer párrafo, los perjudicados son los terceros. Pero, salvo por esta diferencia, bien podría sostenerse que la teoría había tenido cabida con el anterior legislador, porque en el párrafo segundo lo que se tiene en cuenta es que el “acto del particular” debe ser considerado en relación con las ganancias como un “acto societario”, puesto que lo realiza con fondos o efectos de la misma.

               Precisamente, así como se busca el “poder que existe detrás de la persona colectiva”, aquí estaríamos ante la hipótesis contraria.  Como nos enseña el profesor Masnatta, esta interpretación la encontramos en el derecho alemán cuando hace posible la responsabilidad civil de los socios (como consagra el artículo en análisis), a pesar de que en principio “los asociados no podrían ser perseguidos por el pago de deudas de la sociedad y además que la sociedad no respondería por las deudas de los asociados”, si el patrimonio de una y otros se encuentra confundido.                        

               Hace su aparición así la inoponibilidad jurídica, fórmula bajo la cual el tercer párrafo del artículo 54 recepta la teoría de la penetración o disregard. Las personas de “existencia ideal” no solo no siempre fueron sujetos de derecho, sino que cuando alcanzaron la categoría ello no implicó necesariamente la separación patrimonial.  

              Sin embargo, ha sido sin duda la oponibilidad de la persona jurídica como limitación de la responsabilidad el rasgo que convirtió en más interesantes económicamente a las sociedades, pudiendo desde un pequeño aporte intentar una gran ganancia sin exponer el patrimonio personal.

              Esto nos lleva a analizar el problema de los fines. La redacción del párrafo tercero del artículo 54 presenta un interesante desafío hermenéutico, de diferentes niveles: ¿Qué se entiende por fin extrasocietario?. El mero recurso para violar la ley, el orden público, la buena fe o la frustración de los derechos de terceros, ¿constituye variantes del fin extrasocietario, o son hipótesis diferentes?.

                     Esta discusión nace en el fuero del trabajo como consecuencia de los pronunciamientos de la Sala III de la CNAT, en los casos “Delgadillo”, “Cingolani” y “Duquelsy”.

                     Por la primera sentencia mencionada la Sala entendió que el pago en negro constituía una hipótesis de fin extrasocietario, habilitando en consecuencia la responsabilidad de los socios. Ello en razón de que si bien el principal fin de las sociedades es el lucro, esta forma de pago se había convertido en un recurso para violar la ley, el orden público y la buena fe. 

                 Sin embargo la misma Sala modificó su criterio en el tercer pronunciamiento, y entendió que el pago en negro no encubría la consecución de un fin extrasocietario, pero que sí era un recurso para violar la ley, el orden público y la buena fe, frustrando derechos de terceros, a saber: los trabajadores, el sistema previsional y la comunidad empresaria.

               Por mi parte, entiendo que de haber querido el legislador que la violación del orden público, la buena fe o la frustración de los derechos de los terceros fuesen variantes de la consecución de fines extrasocietarios, hubiese utilizado una puntuación muy diferente.

             Releamos detenidamente el párrafo: “La actuación de la sociedad que encubra la consecución de fines extrasocietarios, (coma, en vez de dos puntos) constituya un mero recurso para violar la ley; (punto y aparte, lo que indica separación temática) el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de terceros......”.

              Esta exégesis literal nos permite concluir que la ley marca cinco supuestos bajo los cuales resulta aplicable la inoponibilidad, que pueden darse enteramente separados o subsumidos entre sí: puede por ejemplo mediar un obrar que frustre derechos de terceros y sin embargo no sea extrasocietario.

               A mi juicio, tanto en “Duquelsy” como en el caso de autos, no solo se frustran los derechos de los terceros, sino que también se incurre en un fin extrasocietario. 

             Ahora bien, ninguna de estas reflexiones puede realizarse si no se parte de la base de las previsiones del artículo 1071 del Código Civil, puesto que al consultar los “verdaderos” fines tenidos en miras al tiempo de celebrar la sociedad, así como los que la Ley de Sociedades Comerciales busca organizar a través de su particular régimen de limitación de responsabilidad, si los primeros no coinciden con los segundos, resulta por entero lógico que este último beneficio no les sea aplicable.

            En cuanto a la responsabilidad de los funcionarios más allá de los socios, entramos en un capítulo en el cual la intencionalidad es un elemento de análisis inexorable, puesto que guarda estrecha relación con ella. Por eso es importante distinguir, al tiempo de aplicar la teoría de la penetración hacia el interior de la sociedad, la condición de aquél al que se pretende solidarizar en conjunto con la misma. Puede ser un mero socio, un socio que a su vez es un funcionario o solo ser esto último.

              De tratarse de un mero socio ya hemos analizado la situación en autos, en cambio si estamos ante un socio que además es representante o administrador, o que sin ser socio desempeña un cargo, cabe aplicar el artículo siguiente de la LSC, el  59 que reza: los administradores y los representantes de las sociedades deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Los que faltaren a sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente, por los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión.

                  Así correspondía declarar la responsabilidad del presidente de la S.A. como se resolviera en la causa “Vidal” (Sala III, SD 74.792, del 23/9/97) donde el mismo era además “el dueño y la autoridad excluyente” y por lo tanto quien decidió aparentar formas contractuales no laborales. Claramente el caso de Mc Govern.
                 Esta norma debe verse complementada con el siguiente artículo, el 274, “mal desempeño del cargo: los directores responden ilimitada y solidariamente hacia la sociedad, los accionistas y los terceros, por el mal desempeño de su cargo, según el criterio del art.59, así como por la violación de la ley, el estatuto o el reglamento y por cualquier otro daño producido por dolo, abuso de facultades o culpa grave.

               Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, la imputación de responsabilidad se hará atendiendo a la actuación individual cuando se hubieren asignado funciones en forma personal de acuerdo con lo establecido en el estatuto, el reglamento o decisión asamblearia. La decisión de la asamblea y designación de las personas que han de desempeñar las funciones deben ser inscriptas en el Registro Público de Comercio como requisito para la aplicación de lo dispuesto en este párrafo.

              Exención de responsabilidad. Queda exento de responsabilidad el director que participó en la deliberación o resolución o que la conoció, si deja constancia escrita de su protesta y diere noticia al síndico antes de que su responsabilidad se denuncie al directorio, al síndico, a la asamblea, a la autoridad competente, o se ejerza la acción judicial”.

             Este artículo en su primer párrafo prevé la hipótesis de la responsabilidad solidaria hacia la sociedad, los accionistas “y los terceros”, que es el lugar reservado a los trabajadores.

                  Su segundo párrafo reclama un ejercicio de responsabilidad directa: es decir que al funcionario se le haya asignado una función determinada (como bien puede ser la contratación de personal) de lo que debe quedar el registro pertinente, y en cumplimiento de la misma incurra en un accionar desviado. 

                  La hipótesis más común es la orden de contratar en negro (como en el caso) o, en tiempos de la ley de empleo, fraguar la existencia de nuevas líneas de producción para justificar la contratación bajo una modalidad promovida más beneficiosa, o el recurso a la contratación a prueba “permanente” sin que nadie supere el periodo y resulte elegido.

                 En particular, la discusión se ha actualizado con el referido caso“Duquelsy, Silvia c/ Fuar S.A.” (dictado por la Sala III de la C.N.A.T. el 19/2/98), donde luego de considerar que la falta de registración de una relación de trabajo constituye un típico fraude laboral, se dispuso que el presidente del directorio aún sin ser socio y por no hallarse incluido en consecuencia en la previsión del art. 54 de la L.S., debía ser responsabilizado solidaria e ilimitadamente en mérito a lo prescripto por el art. 274 de dicho cuerpo legal por violación de la ley.  
            Con relación a las sociedades y el disregard hacia afuera, la pretendida independencia de la filial (CWSA), de la controlante (CW Inc.) y de IDG Inc., se disuelve con la cantidad de elementos probatorios colectados. Por lo pronto, la primera aparece como la filial en el país de la norteamericana CW Inc., pero en términos de genuina controlante, puesto que poseía el 99, 99% de su paquete accionario.

            Este control no dependía solo del poderío económico, sino que se traducía en el constante control de CW SA. disponiendo qué y cómo se publicaba, remitiendo revistas para complementar en el país, y publicidades pre acordadas para ingresar a las publicaciones, recibiendo el Friday report semanal con información de todo tipo relativa al cronograma de futuras publicaciones, y ejerciendo una férrea auditoria.

               A nada de esto resultaba ajena IDG Inc. de la que CWInc era  subsidiaria, con lo que se cierra el vínculo entre la primera y CWSA, cerrado ya de por sí con la participación en todas ellas de Mc Govern y la participación de Argento.

             Es además indicativa la actuación de IDG Inc. (que mudara su nombre por el de CWInc, para manejarse desde el 87 directamente como IDG, haciéndose conocer inclusive los empleados de Bs. As. como de IDG y no de CWSA, dada su mayor publicidad), que no solo admite haber hecho un aporte inicial como accionista para CW S.A., sino también que ante un pedido de esta sociedad, para diciembre del 2001 le hizo un préstamo de cien mil dólares, y que cuando le vuelven a pedir auxilio, envía a su gerente de asuntos legales, Kevin Krull, quien contrata a nuevos abogados para conocer qué dice la normativa argentina, en el intento de  lograr una reestructuración y que, cuando advierte que es antieconómica, resuelve despedir a todo el personal.

             Pero lo del préstamo prácticamente a título gratuito (vimos que se pagaría con publicidad a futuro), como salvataje, reconocido por las sociedades, y corroborado por los testigos, es fundamental. Cuál podría ser el motivo de querer salvar IDG Inc. a CW SA, sino fuera porque pertenecen a la misma estructura, hasta el punto de confundirse. Y porqué razón era tan importante una auditoria conectada con el extranjero, en donde a Charyton (encargda de la auditoria interna), le abonaba sus honorarios Deloitte & Touch, una de las auditoras extranjeras contratada por el holding, sino fuera porque la vinculación existente.
            Es más, por dos veces se produce una suerte de circuito cerrado entre CWSA y CW Inc, porque no solo se otorgó el préstamo (que en las actas del directorio surge como proveniente de IDG Group, a la sazón lo mismo), sino que poco tiempo antes del cierre se trasladan los dominios del único activo de la sociedad a instancias Kevin Krull (enviado de IDG Inc. y Mc Govern), de regreso hacia CW Inc., para más tarde abrir IDC Argentina.
            Todo esto es fundamental, al mostrar un control de las corporaciones norteamericanas sobre la empresa con sede en Argentina, y una confusión patrimonial notable, que llevara inclusive a las primeras al préstamo denunciado, lo que resuelta relevante ya no solo para la jurisprudencia vernácula de nuestra Corte, sino también para la norteamericana.

           En el primer caso, contamos con el precedente “Swift”, del 4 de setiembre de 1973, en donde se estableció que el régimen de la personalidad jurídica no puede utilizarse en contra de los intereses superiores de la sociedad ni de los derechos de terceros. Las técnicas manipuladas para cohibir el uso meramente instrumental de las formas societarias varían y adoptan diferentes nombres, pero todas postulan en sustancia la consideración de la realidad económica y social y la supremacía del derecho objetivo. Particularmente en sus interferencias y conexiones y con relación al carácter supranacional que es su nota característica en la vida contemporánea, todo lo cual consolida los  poderes de concentración por las dificultades que presenta su control, la difusión de su influencia y el entrecruzamiento de sus redes de administración, con sociedades filiales reales o aparentes.
              Desde esta concepción y con relación al caso que analizaba, la CSJN concluyó que “la apariencia de formas jurídicas que asumen distintas fracciones del mismo grupo, estructuralmente unificadas con el predominio de “Deltec International Limited”, no debe producir el efecto de que una parte sólo formalmente diferenciada “Swift S.A.F” sea la única afectada por la decisión judicial”.

                Resulta de suma importancia destacar la afirmación efectuada por el Alto Tribunal con relación a la lesión que ocasionan a la Nación la existencia de tales estructuras, ya que al señalar la importancia que adquieren los principios detallados en los considerandos cuando aparece en juego el concepto de orden económico nacional, expresa que “las políticas económicas y financieras seguidas por el grupo controlante obedecen a pautas no sólo gravosas para el interés comercial sino para el de la colectividad toda. Las formas jurídicas que la ley argentina prevé para actividades lícitas y conformes a su derecho objetivo no pueden legitimar políticas económicas y financieras contrarias a las  necesidades de nuestra sociedad, que han sido efectivamente comprobadas por la justicia del país”.

                En consecuencia resuelve imputar los efectos de la quiebra de “Swift SAF” también a “Deltec Internacional Limited” como deudora real y responsable de las obligaciones de la fallida aparente, cuya propiedad y respectivo control le pertenecen y declara que el desapoderamiento de los bienes de “Swift S.A.F” debe comprender los bienes de las Compañías y  Sociedades integrantes  del “grupo Deltec” y en especial los de “Deltec Internacional Limited” y “Deltec Argentina S.A.F y M”, disponiendo que en el procedimiento respectivo deben determinarse cuáles otras personas o compañías resulten integrar el mencionado grupo en tanto importe unidad económica con la sociedad declarada fallida. Asimismo declara que la ejecución colectiva debe hacerse efectiva sobre todos los bienes sin excusión previa de los de la fallida “Cia Swift de La Plata S.A. Frigorífica”.  
                En  y “Parke Davis” del  31 de julio del 73,  la Corte se encargó de subrayar que no desconocía la existencia de diferentes sociedades, pero que ello no obstaba a analizar el problema desde el punto de vista impositivo, a partir de la “realidad económica”, camino que conduce, al igual que la teoría de la penetración, a la consideración del fondo real de la personalidad jurídica.
                Con relación a los EEUU, patria de una de las personas físicas y de la mayoría de las sociedades demandadas y comprometidas en el caso, existe lo que se ha dado en llamar  la laundry list (lista de la ropa sucia), que es un test que contiene los standares de las cortes estaduales y de la Corte Suprema, utilizado a fin de determinar si corresponde o no aplicar la teoría del alter ego (disregard, en este caso, hacia fuera), funcionando algunos como prueba y otros como presunciones..

            Por algunos de ellos ya hemos pasado: la existencia de préstamos gratuitos de una empresa hacia otra, la utilización indiscriminada de información, de elementos (marcas en el caso), de personal, etc. 

           Podemos sumar la pérdida de registros contables, como sucediera en la especie según el informe de la contadora. Este fue uno de los criterios tenidos en cuenta por la Corte en el caso “Sean-Land Services Inc. v. Pepper Source”, 941 F2d 519 (1991), donde citando el caso “Macaluso v.Jenkins”, 420 N.E. 2d 255 (1981), se realizó el test del piercing (disregard o alter ego), integrado por cuatro elementos: la  falta de debidos registros, la mezcla de capitales o fondos, la infracapitalización y el tratamiento de una y otra sociedad como propia. Todo lo cual se da en el presente caso.
            También es un Standard la existencia de cuentas bancarias comunes: Así, en “Long v. Mc Glon” (263 F. Sup.96,98, DSC, 1967), se dispuso la responsabilidad personal de dos directores de la sociedad dominante, en virtud de la “mezcla de activos, con fondos depositados en las cuentas personales de los accionistas y deudas societarias pagadas de sus cuentas personales”

           Otro Standard es la confusión patrimonial: En el caso “Palmer v.Stokely” (255, F. Sup., 674, 679-682, WDl Okla.1966), se consideró como una transferencia fraudulenta la cancelación de deuda para con una subsidiaria por parte de la dominante, al funcionar los accionistas controlantes como alter egos de la subsidiaria y responsables de la cancelación. También fue responsabilizado en forma personal el accionista en el caso “Federal Deposit Insurance Corp.v. Allen (584, F. Sup, 386, E.D. Tenn.1984), dada su participación personal e intencional en una serie de transacciones fraudulentas.

             Un claro estándar que se da en el presente caso, y que se analizara con la doble auditoria de Charyton en el nivel interno (pero guiadas con las pautas de Londres y de Boston), y la externa de Deloitte & Touche, es el del  control: en la causa “Baltimore ( Ohio Tel. Co v. Interstate Tel. co.”,(4th Circuit,54 F. 50, 1893), progresó la acción de responsabilidad contra la empresa dominante por la completa identidad entre ambas firmas, demostrada al probarse que estaban “todas las transacciones de la dominada bajo la dirección de la dominante”.

           En cuanto a la confusiónn de intereses y bienes: en “Henderson v. Rounds ( Porter Lumber Co.” (99, F. Sup.376, 381, W.D.Ark.1951), se resolvió que el accionista controlante debía ser responsable por las deudas de la subsidiaria concursada, por haber manipulado los asuntos de la misma en su beneficio, de modo que “el interés del accionista no estaba en la  maximización de los beneficios del grupo sino en su utilización como una fuente de aprovisionamiento a precio más bajo que el del mercado…… resultando la sociedad una mera agencia o departamento para el mejoramiento de los propios intereses de la dominante”
           Luego, la falla de capital, que tan claramente se diera en el sub judice. Esta fue la hipótesis del caso “Hollowell vs.Orleans Regional Hospital”(, 217, F.3d 379, 5th Ci. 2002), donde la falta de capital de la sociedad de responsabilidad limitada permitió que fuesen demandadas tanto las instituciones hospitalarias del mismo grupo, cuanto las personas físicas que eran sus directivos, todo bajo la ley de Lousiana .
            Vinculado con ello y presente en la especie, el estándar de la infracapitalización, al que encontramos en los siguientes precedentes: “Minton v.Caveney”, 364 P.2d 476 (1961), “Platt v.Billingsley”, 281 P2nd 267 (1965), “Carlesimo v. Schwebel”, 197, P2d.167 (1943) (en este caso la Corte, bajo el criterio del alter ego y de la infracapitalización juntos, responsabilizó a socios), “Ivey v.Pyler”,246 Cal.App- 2d.678 -1962- (cuando el sujeto utiliza a la sociedad para obtener ganancias personales), “Garvin v.Mattews”,74 P2d.990 (1938), “Harris vs.Curtis”, 8 Cal. App.ed 837 -1973- (si bien la Corte siguió el criterio de la infracapitalización para definir si directores y socios podían ser responsabilizados personalmente, sostuvo que este criterio no podía operar autónomamente, debiendo también verificarse las condiciones en que se dieron los hechos, y el grado de control que la persona física había tenido en los hechos y si la infracapitalización era culposa).   
              De modo que es evidente que estamos en presencia de un conjunto económico, en el cual IDG Inc. ejerció el control de su subsidiaria CW Inc, y de la subsidiaria de esta, CW SA., con la directa y activa participación de su chairman, MC Govern, a la sazón presidente de las otras dos, disponiendo entre otras cosas a través de un representante suyo, tanto el auxilio económico a título prácticamente gratuito de CWSA, cuanto su cierre y despido inmediato de todo el personal.

              En este punto, entra en juego IDC Argentina, versión vernácula de IDG Inc, la que aparece en escena luego de todo lo sucedido con el personal y cierre de CWSA explotando la misma actividad, y varias de  las publicaciones, resultando evidente su conexión en todo sentido. Encuentro por lo tanto que es miembro del grupo económico, mas impide su condena solidaria por el momento, el hecho de no haber cito citada tempestivamente, de acuerdo con la ley procesal.
            Ahora bien, así como la inexistencia de insolvencia no ha sido un impedimento para decretar la responsabilidad solidaria de las personas físicas e ideales que se condenan en la presente, por no ser un requisito legal, sino el fraude, para el caso de que en etapa de ejecución sí se verifique dicha insolvencia, la prueba colectada y lo afirmado precedentemente, permitirán la eventual condena de la mentada que, por cierto, será entonces convocada para que ejercite regularmente su derecho de defensa, puesto que aún no ha sido oída, por no corresponder.

           La condena solidaria que se decreta, también encuentra fundamento en lo normado por los artículos  5, 6, 26,31 y 225 y ccts. de la LCT. Dado que todas las sociedades y personas condenadas funcionaron en todo momento como “el” empleador de los demandantes, en forma directa y vicaria, pesando sobre ellas el velar por el cumplimiento de la normativa laboral, constituyendo un conjunto económico en fraude a los trabajadores ( artículo 31 LCT,  
            Consecuentemente, corresponde hacer lugar a la demanda condenando en forma solidaria a las personas físicas e ideales indicadas, a abonar conforme a la pericia contable de fs.21/36, Anexo A, las siguientes sumas: a Mena la de $222.429,58, en concepto de integración enero 2002 ($2032), art.43 inc.b ley 12908 ($8128), art.43 inc. ib ($30.480), art.43 inc d ib ($12.192), art.9 ley 24013 ($10.668), art.10 ib ($20.801), art.15 ib ($50.800), art.45 ley 25345 ($6096), art.2 ley 25323 ($25400), art.16 ley 25561 ($50.800), vacaciones proporcionales 2001 ($2682,24), vacaciones proporcionales 2002 ($243,84), sac s/ vacaciones 2001/2002 ($243,84), sac proporcional enero 2002 ($169,33), sac segundo semestre 2001 ($1016) y sac s/ preaviso ($677,33).
             Para Esterkin, la suma de la de $241.403,44, en concepto de integración enero 2002 ($3454), art.43 inc.b ley 12908 ($13816), art.43 inc. ib ($20724), art.43 inc d ib ($20.724),art.10 ib ($26.806,50), art.15 ib ($55.264), art.45 ley 25345 ($10362), art.2 ley 25323 ($27632), art.16 ley 25561 ($55264), vacaciones proporcionales 2001 ($3592,10), vacaciones proporcionales 2002 ($276,32), sac s/ vacaciones 2001/2002 ($322,36), sac proporcional enero 2002 ($287,83), sac segundo semestre 2001 ($1727) y sac s/ preaviso ($1151,33).

            Corresponde a Pieroni, la suma de  la de $89239,07, en concepto de integración enero 2002 ($1187), art.43 inc.b ley 12908 ($4748), art.43 inc. ib ($10683), art.43 inc d ib ($7122), art.9 ley 24013 ($2670,75), art.15 ib ($22553), art.45 ley 25345 ($3561), art.2 ley 25323 ($11276,50), art.16 ley 25561 ($22553), vacaciones proporcionales 2001 ($1234,48), vacaciones proporcionales 2002 ($94,96), sac s/ vacaciones 2001/2002 ($110,8), sac proporcional enero 2002 ($98,91), sac segundo semestre 2001 ($950) y sac s/ preaviso ($395,67). 
              Y finalmente para Contreras la de $79.102,17, en concepto de integración enero 2002 ($1006,39), art.43 inc.b ley 12908 ($4024), art.43 inc. ib ($6036), art.43 inc d ib ($6036), art.9 ley 24013 ($16599), art.15 ib ($16096), art.45 ley 25345($3018), art.2 ley 25323 ($8048), art.16 ley 25561 ($16096), vacaciones proporcionales 2001 ($1046,24), vacaciones proporcionales 2002 ($80,48),sac s/ vacaciones 2001/2002 ($93,9), sac proporcional enero 2002 ($83,83), sac segundo semestre 2001 ($503) y sac s/ preaviso ($335,33). 
              Dicho total deberá ser depositado en autos dentro del quinto día de haber quedado firme la liquidación del artículo 132 de la LO, con más un interés desde el 31 de enero del 2002  hasta el efectivo pago, equivalente al informado por la CNAT que resulte del promedio mensual de la tasa activa, aplicada por el Banco de la Nación Argentina para operaciones corrientes de descuento de documentos comerciales. Asimismo, se devengará además actualización (dada la diferente naturaleza de ambos institutos),utilizando como referencia los valores de la Canasta Básica total elaborada por el INDEC entre ambos puntos de tiempo (cfr.CNAT, Sala VI, in re "Alcaraz, Aparicio Miguel c/ IMPO MUNRO S.A. s/ despido", SD 55.238 del 6/9/202, voto del Dr. Capón Filas). Para así resolver declaro la inconstitucionalidad del artículo cuatro de la ley 25.561.

              Precisamente, por imperio de la misma realidad que he tenido en cuenta para resolver el fondo de la cuestión, es que decreto la inconstitucionalidad de marras e impongo el índice de actualización indicado: la realidad económica del país muestra a las claras, día a día, cómo existe una genuina depreciación monetaria.

               Así se ha sostenido que, "derogada la ley 23.928, en lo vinculado con la paridad cambiaria y generado un aumento del costo de la vida, según parámetros que serán utilizados entre otros aspectos para el pago de las obligaciones de los deudores del sistema financiero, aparece como irrazonable que el trabajador, sujeto constitucionalmente protegido, se encuentre desguarnecido frente al envilecimiento del dinero por una mera prohibición legal, que a todas luces aparece como irrazonable y violatoria del derecho de propiedad y de justamente garantizar lo que pretendía la ley de convertibilidad y sus decretos reglamentarios: ¨mantener incólume el contenido de la pretensión¨ (Cámara del Trabajo de Córdoba, Sala X, in re "Rodriguez, Pedro E. c/ Carlos A. Meana y otro s/ demanda"). Con relación a la inconstitucionalidad de oficio, la considero pertinente por ser una de las funciones primordiales del juzgador resolver con ajuste a la Constitución Nacional. Luego, si en la aplicación al caso concreto una norma resulta lesiva a sus principios, en sencillamente su obligación declararla inconstitucional. 
             Asimismo, dentro del décimo día de notificada la presente, deberá hacerse efectiva la entrega a los actores, en forma solidaria de las certificaciones del artículo de la LCT, bajo apercibimiento de $200 por día de retardo en concepto de astreintes (art.666 bis, Cód. Civil).
            Las costas serán soportadas solidariamente por CWSA, CWInc., IDG Inc, Patrick Mc Govern y Rubén Argento, regulándose los honorarios de la representación y patrocinio letrado de los mismos, del actor, de Bazán, de Cambré, de Orts y de la perito contador, en un 11%, 11%, 11%, 11%, 11%, 13%, 12%, 12% y 9%, respectivamente  del monto total de condena (arts.68 CPCCN; 38 LO; decreto ley 16638/57; arts.6,7,8,9,22 y ccs. de la LA y ley 24432).

           Hácese saber a las partes, que los obligados al pago de honorarios de abogados y procuradores dispuesto, deberá adicionar al monto de la regulación, el de la contribución prevista en el inc. 2) del art.62 de la ley 1181 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Se hace saber también que, los obligados a afrontar las costas del juicio, deberán adicionar en ocasión de abonar la tasa de justicia, la contribución prevista en el inciso 3 del citado artículo 62, todo bajo apercibimiento de comunicar la situación a CASSABA (art.80, ley 1181, de la Ciudad Autónoma d Bs. As., y punto II, Acordada CSJN, Nro:6/05).
              Por lo expuesto,  RESUELVO: 1) Hacer lugar a la demanda, condenando a CW COMUNICACIONES S.A., CW COMMUNICATIONS INC., MC GOVERN, Patrick, ARGENTO, Rubén Horacio Domingo e INTERNATIONAL DATA GROUP INC; a abonar a MENA, Norma Cristina, a ESTERKIN, Viviana, a PIERONI, Daniel y a CONTRERAS, Rosa Eudosia, las sumas indicadas en los considerandos, en la forma, plazo, con los ajustes e incrementos allí previstos; 2) Liberar de responsabilidad a CAMBRE, Raimundo Jorge Francisco Julio, a ORTS, Mario y a BAZAN, Ricardo, 3) Ordenar la entrega de las certificaciones del artículo 80 de la LCT, en la forma, plazo y con los incrementos indicados oportunamente; 4) Imponer las costas y regular los honorarios como se dispusiera supra; 5) Ordenar el cumplimiento de la ley 1181, como se dispusiera supra. .

                 Regístrese, notifíquese y previa citación fiscal, archívese.
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